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ADVERTENCIA. 



Esta obra fué remitida por bu autor al Ministerio de Relaciones, para que 
se hiciera la impresión si no habla inconveniente para ello. Se pasó al jefe 
de la Sección de América para que diera sn opinión, y encontró exactos lofl 
extractos de los principios adoptados en los fallos de la comisión Mixta: pe- 
ro ha creido conveniente llamar la atención sobre los que se han tomado de 
las decisiones del Arbitro, porque, si como dice el autor en el prefiício, lasjpo- 
l(xbra$ de los comitumadoB no dehen estímane como aráculoi in/alihlest con 
mas razón deberá entenderse esto respecto de la opinión de un solo indivi- 
duo, que aunque fué muy respetable por su preciare talento y grandes cono- 
cimientoscn el Derecho internacional, estuvo sujeto á errores como todos los 
hombres; y de ello puede ser una prueba el fallo siguiente: 

COMISIÓN Mixta de la RipúbUca mexicana y loe Eetadoe^Unidoe, — Waehingtún. — 
D. C. — Número SBO, — Crietopher H. Ooeeh, eorUr a México. — Decieion del Arbitro, 
con que se dio cuenta en eeeion de 7 de Noviembre de 1871. 

Coa fecha 28 de Agosto de 1871, el seoretario amerioaao de la Comisión do re- 
olamaciones trascribió al Arbitro la siguiente orden: 

«No habiendo podido oonvenir los oomisionados en el presente caso, remítase 
al Arbitro. 

«Se servirft resolver si en virtud de nuestra Convención, los Estados-Unidos 
pueden reolamar en repreientaoion del reclamante, y en caso afirmativo, si su 
Oobierno tiene derecho 6 percibir una indemuixacion, y por qué cantidad; y para 
que resuelva el caso en definitiva. » 

El caso de Cristopher H. Oosch estft lleno de incertidumbre en cuanto 6 los he- 
chos, y de dudas en los puntos de derecho. 

Según la decisión de los oomisionados, dada en el caso de Peter Jarr contra 
México, número 891 del registro, y en otros varios, parece que el reclamante es 
ciudadano de los Estados-Unidos, según la mente de la Convención. 

Sin embargo, el presente caso es excepcional ( novel ), porque parece que el re- 
olamanle cumplió veintiún aSos de edad antes de que su padre se hubiera natural!- 



zadO| y QUAndo solo hablft hecho la declaración de su intención de hacerse oiuda- 
daño de los Estados-Unidos on cumplimiento de la ley; declaración que según el 
secretario del tribunal respectivo, no se pudo encontrar & causa de que su prede- 
cesor no llevaba un índice del libro en que asentaba las declaraciones de esa na- 
turaleza. En la monotonía del despacho de los negocios que nos incumbCi pode- 
mos disimular alguna vez el encontrar con algo ridículo; pero la cosa cambia de 
aspecto cuando vemos repetida con seriedad una aserción tan despreciable. 

Gosch recidió siempre en México aun antes de tener la mayor edad, si no me 
equivoco; y fué socio de un ciudadano mexicano, quien era el jefe de la casa de 
comercio, según parece. ¿Cu&l era la nacionalidad de la casa, sogunlas decisio- 
nes precedentes? 

Ademas, Qosch presenté su reclamación ante el Gobierno mexicano, y este le 
indemnizó, aunque solo en parte, según el mismo Gosch, que así lo ha reconocido. 
Hoy deja de proseguir su caso ante el citado Gobierno, y ocurre a nuestra Co- 
misión internacional. 

Desgraciadamente los cargos que se hacen contra el Gobierno de México, ost&n 
fundados en el principio muy común de la exageración, que es tan trascendental 
que el que los examina, muchas veces no puede distinguir entre lo que es real y 
positivo, y lo que es una invención de la imaginación ( between fair or possible 
reality and inven tive fancy ). 

En vista de todas estas circunstancias, concedo la suma de diez mil peses en 
oro, 6 BU equivalente, con interés á razón del 5 por ciento anual, pagaderos tam- 
bién en oro, 6 su equivalente, hasta el día en que esta comisión termine sus labo- 
res; todo lo que el Gobierno de la República Mexicana pagará á los Estados-Uni- 
dos de América en representación y beneficio del reclamante, por total de lo que 
se reclame. 

New- York, 10 de Octubre de 1871. 

Es copia de su original, que obra en la página 81 del libro de decisiones del 
Arbitro. — Lo certifico.— Washington, 2 de Enero de 1872— (Firmado).— Jl Car- 
los Mexia, secretario. 

Basta el sentido común para conocer, á primera vista, que el anterior 
fallo est& destitaido de todo fundamento» y que el que lo dictó pudo co- 
meter graves equivocaciones. 






PREFACIO. 

Pocas palabras se neoesitan para demostrar la importanoia y utilidad de 
este trabajo, por imperfecto que sea en su ejecución. El modo de hacer que 
el derecho internacional no sea, como ha dicho el tribuno americano Wen- 
dell Phillips, una mezcolanza dé reglen calculadas para perpetuar en paz 
el despotismo f establecidas y puestas en obserranoia por la ley del mas 
fuerte, es precisamente compilar y conservar cuidadosamente coleccionados 
los principios y doctrinas que los tribunales de la clase á que pertenece la 
comisión mixta mexicana y americana, han formulado en sus sentencias. 

No es que las palabras de los comisionados se tengan que estimar como 
oráculos infalibles & que haya en todo caso que doblar la cabeza; pero 
siendo, como son las doctrinas contenidas en sus fallos, responsa et cptnuh 
nes eorum quihus permiseum eit jura condere, tienen necesariamente que 
formar la base de una jurisprudencia, cuando no la jurisprudencia misma. 

Por otra parte, cuando parece que el ánimo -de las naciones se va incli- 
nando á adoptar el sistema de estas comisiones internacionales para el arre- 
glo de sus diferencias, no es inoportuno comenzar por ofrecer al público, 
y á los amantes del estudio en particular, un ensayo de la naturaleza del 
presente. 

Si he acertado, el público lo dirá. Si no, habré al menos abierto el ca- 
mino, invitando á otros á mejorar la obra. — Si quid novisti meUus^ candi- 
dus imperti. 



J. L R, 



Washington D. 0. ) 
Abril de 1873. ] 




La pomision se estableció en Washington, la capital de los Estados- 
Unidos de Amanea, en virind del tratado celebrado entre estos^y los Es- 
tados-Unidos Mexicanos, el dia 4 de Julio de 1868, que, después de su 
ratificación, fué cangeado en 19 de Febrero de 1869. 

£1 texto de la oonrenoion es el que signe: 



TEXTO CASTELLANO, 



CONVJECNClOlf. 

Considerando que es «onTeniente mantener j ensanchar los senümientoe amia* 
tosoB entre la República Mexicana y los Sstados-Unidos, y afianzar asi d sistems 
j principios de gobierno republicano en el Continente americano; j consideran, 
do que con posterioridad á la celebración del tratado de Guadalupe Hidalgo» de 
2 de Febrero de 1848, ciudadanos de la República Mexicana han hecho reclama- 
ciones j presentado quejas con motiyo de peijuioios sufridos en sus personas 6 
sus propiedades, por autoridades de los Estados-Unidos, j reclamaciones j que- 
jas semejantes se han hecho j presentado con motivo de peijuicios sufridos por 
ciudadanos de los Estados-Unidos, en sus personas 6 sus propiedades, por auto- 
ridades de la República Mexicana; el presidente de la República Mexicana y el 
presidente de los Estados-Unidos de América, han determinado concluir una con- 
Tención para el arreglo de dichas reclamaciones y quejas, y han nombrado sus 
plenipotenciarios; el presidente de la República Mexicana, & Matías Romero, 
acreditado como enriado extraordinario y ministro plenipotenciario de la Repú- 
blica Mexicana en los Estados-Unidos; y el presidente de los Estados-Unidos, & 
William H. Seward, secretario de Estado, quienes después de haberse mostrado 
sus respectiTOB plenos poderes, y encontr6dolo8 en buena y debida forma, han 
conTenido en los articules siguientes: 



Artículo I. 

Todas las reolamaeiones hechas por corporaciones, compafiias 6 indiyiduoB 
partíonlares, ciudadanos de la República Mexicana, procedentes de peijuicios 
BuíHdos en sus personas 6 en sus propiedades, por autoridades de los Esta- 
dos-ünidos, y todas las redamaciones hechas por corporaciones, compaSías 6 in- 
dÍTÍduos particulares, ciudadanos de los Estados-Unidos, procedentes de per- 
juicios sufridos en sus personas 6 en sus propiedades, por autoridades de la Be- 
pública Mexicana, que hayan sido presentadas 6 cualquiera de los dos gobiernos, 
solicitando la interposición para con el otro, con posterioridad á la celebración 
del tratado de Guadalupe Hidalgo entre la República Mexicana y los Estados- 
Unidos, de 2 de Febrero de 1848, y que aun permanecen pendientes, de la mis- 
ma manera que cualesquiera otras redamaciones que se presentaren dentro del 
tiempo que mas adelante se especifioar&, se referir&n á dos comisionados, uno de 
los cuales será nombrado por el presidente de la República Mexicana, y el otro 
por el presidente de los Estados-Unidos, con el consejo y aprobación del Senado. 
En caso de muerte, ausencia 6 incapacidad de alguno de los comisionados, 6 en 
caso de que alguno de los comisionados cese de ftmoionar como tal, 6 suspenda 
el ejercicio de bus funciones; el presidente de la República Mexicana 6 el presi- 
dente de los Estados-Unidos, respectivamente, nombrarán desde luego otra per- 
sona que haga de comisionado en lugar del que originalmente fué nombrado. 

Los comisionadoB nombrados de esta msnera, se reunirán en Washington den- 
tro de seis meses, después de cangeadas las ratificaciones de esta couTenoion, y 
antes de desempeñar sus funciones, harán y suscribirán una declaración solem- 
ne de que examinarán y decidirán imparcial y cuidadosamente, según su mejor 
saber, y conforme con el derecho público, la justicia y equidad, y sin temor 6 
afección á su respectivo país, sobre todas las reclamaciones antes especificadas, 
qne se les sometan por los gobiernos de la República Mexicana y de los Esta- 
dos-Unidos, respectiyamente, y dicha declaración se asentará en la acta de sus 
procedimientos. 

Los comisionados procederán entonces á nombrar una tercera persona, que 
hará de arbitro en el caso 6 casos en que difieran de opinión. 

Si no pudieren conyenir en el nombre de esta tercera persona, cada uno de 
dloB nombrará una persona, y en todos y cada uno de los casos en que los co- 
misionados difieran de opinión respecto de la decisión que deban dar, se deter- 
minará por suerte quién de las dos personas asf nombradas hará de arbitro en 
ese caso particular. La persona 6 personas que se eligieren de esa manera, para 
ser arbitros, harán y suscribirán antes de obrar como tales, en cualquier caso, 
una declaración solemne en una forma, semejante á la que deberá haber sido ya 
hecha y suscrita por los comisionados, lo cual se asentará también en la acta de 
los procedimientos. En caso de muerte, ausencia 6 incapacidad de la persona 6 
personas nombrados arbitros, 6 en caso de que suspendan el ^ercicio de sus fun- 
dones, se rehusen á desempeñarlas 6 cesen en ellas, otra persona será nombrado 
arbitro de la manera que queda dicha, en lugar de la persona originalmente 
nombrada, y hará y suscribirá la declaración antes mencionada. 

A&TiOÜIiO II. 

En seguida procederán juntamente los comisionados á la inyestigaoion y deci- 
den de las reclamaciones que se les presenten, en el orden y de la manera que 
de común acuerdo creyeren oonyeniente, pero recibiendo solamente las pruebas 
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6 informes qne se les ministren por los respecÜTos gobiernos 6 en su nombre. 
Tendrán obligaoion de recibir y leer todas las manifestaciones 6 documentos es- 
critos qne se le presenten por sus gobiernos respectivos, 6 en su nombre, en apo- 
yo 6 respuesta á cualquiera redamación, y de oir, si se les pidiere, & una per- 
sona por cada lado, en nombre de cada gobierno, en todas y cada una de las 
reclamaciones separadamente. Si dejaren de conyenir sobre alguna reclamación 
particular, llamar&n en su auxilio al arbitro que hayan nombrado de común acuer- 
do, 6 á quien la suerte haya designado según fuere el caso, y el arbitro, después 
de haber examinado las pruebas producidas en favor y en contra de la reclama- 
ción, y después de haber oído, si se le pidiere, k una persona por cada lado, como 
queda dicho, y consultado con los comisionados, decidirá sobre ella finalmente y 
sin apelación. La decisión de los comisionados y del arbitro se dará en cada re- 
damación por escrito, especificará si la suma que se cenoediere se pagará en oro 
6 en moneda corriente de los Estados-Unidos, y lerá firmada por ellos respecti- 
Tamente. Cada gobierno podrá nombrar una persona que concurra á la comisión 
en nombre del gobierno respectÍYo, como agente; que presente ó defienda las re- 
clamaciones en nombre del mismo gobierno, y que responda á las reclamaciones 
hechas contra él, y que le represente en general en todos los negocios que ten- 
gan relación con la inTestigaeion y dedsion de reclamaciones. 

£1 presidente de la República Mexicana y el presidente de los Estados-Unidos 
de América, se comprometen solemne y sinceramente en esta conyencion, á con- 
siderar la decisión de los comisionados de acuerdo, 6 del arbitro, según fuere el 
caso, como absolutamente final y definiUya, respecto de cada una de las recla- 
maciones falladas por los comisionados 6 el arbitro respeotiyamente, y á dar 
entero cumplimiento á tales decisiones sin objeción, eyasion ni dilación ninguna. 
Si couTiene qne ninguna redamación que emane de acontecimientos de fecha 
anterior al 2 de Febrero de 1848, se admitirá con arreglo á esta conyencion. 



Abtíoulo III. 

Todas las redamaciones se presentarán á los comisionados dentro de ocho me 
ses, contados desde el dia de su primera reunión, á no ser en los casos en que 
se manifieste que haya habido rasónos para dilatarlas, siendo estas satisfactorias 
para los comisionados 6 para el arbitro, si los comisionados no se conyinieren, 
y en ese y otros casos semejantes, el periodo para la presentación de las recla- 
maciones podrá extenderse por un plazo que no exceda de tres meses. Los comi- 
sionados tendrán la obligación de examinar y decidir todas las reclamaciones 
dentro de dos atlos'y seis meses, contados desde el dia de su primera reunión. 
Los comisionados de común acuerdo 6 el arbitro, si ellos difirieren, podrán decidir 
en cada caso, si una reclamación ha sido 6 no debidamente hecha, comunicada y 
sometida á la comisión, ya sea en su totalidad 6 en parte y cual sea esta, con ar- 
reglo al yerdadero espíritu y á la letra de esta conyencion. 



AnTÍouLO IV. 

Cuando los comisionados y el arbitro hayan decidido todos los casos que les 
hayan sido debidamente sometidos, la suma total fallada en todos los cases deci- 
didos en fayor de los ciudadanos de una parte, se deducirá de la suma total 
fallada en fayor de los ciudadanos de la otra parte, y la diferencia hasta la can- 
tidad de trescientos mil pesos on oro, 6 su equivalente, se pagará en la ciudad 

2 
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de Máxioo 6 en la ciudad de Washington, al gobierno en favor do cuyos ciudada- 
nos se haya fallado la mayor cantidad» sin ínteres, ni otra deducción que la espe- 
cificada en el artículo VI de esta conTencion. 

£1 resto de dicha diferencia se pagará en abonos anuales que no excedan do 
trescientos mil pesos en oro, ó su equivalente, hasta que se haya pagado el total 
de la diferencia. 

AetÍoulo V. 

Las altas partes contratantes convienen en considefar el resultado de les pro- 
cedimientos do esta comisión, como arreglo completo, perfecto y final, de toda 
reclamación contra cualquiera gobierno, que proceda de acontecimientos de fecha 
anterior al cange de las ratificaciones de la presente convención; y se compro- 
meten ademas á que toda reclamación, ya sea que se haya presentado 6 no & la 
referida comisión, será considerada y tratada, concluidos los procedimientos de 
dicha comisión, como finalmente arreglada, desechada, y para siempre inadmi- 
sible. 



Artíoulo VI. 

Los comisionados y el arbitro llevarán una relación fiel y actas exactas de sus 
procedimientos, con especificación de las fechas; oon este objeto nombrarán dos 
secretarios versados en las lenguas de ambos países, para que les ayuden en el 
arreglo de los asuntos de la comisión. 

Cada gobierno pagará á su comisionado un sueldo que no exoeda de cuatro mil 
quinientos pesos al afio, en moneda corriente de los Estados-Unidos, ouya canti- 
dad será la misma para ambos gobiernos. La compensación que haya de pagarse 
al arbitro, se determinará por consentimiento mutuo, al terminarse la comisión; 
pero podrán hacerse por cada gobierno adelantos necesarios y razonables en vir- 
tud de la recomendación de los dos comisionados. 

£1 sueldo de los secretarios no excederá de la suma de dos mil quinientos pe- 
sos al aSo, en moneda corriente de los Estados-Unidos. Los gastos todos de la 
comisión, incluyendo los contingentes, se pagarán con una reducción proporeio- 
nal de la cantidad total fallada por los comisionados, siempre que tal deducción 
no exceda del cinco por ciento de las cantidades falladas. 

Si hubiere algún deficiente, lo cubrirán ambos gobiernos por mitad. 



Artículo VIL 

La presente convención será ratificada por él presidente de la República Me- 
xicana, con aprobación del Congreso de la misma, y por el presidente de los Es- 
tados^Unidos, con el consejo y aprobación del Senado de los mismos, y las rati- 
ficaciones se cangearán en Washington, dentro de nueve meses, contados desde 
la fecha de la convención, 6 antes, si fuere posible. En fó de lo cual, los respec- 
tivos plenipotenciarios la hemos firmado y sellado con nuestros sellos respectivos. 
Hecho en Washington, el dia cuatro de Julio, del afio del SeDor mil ochocientos 
sesenta y ocho. 

M. ROMERO. (L. S.) 

WILLIAM H. SEWARD. (L. S.) 



\ 
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En oonseoaoncia de este datado, se diottf por el Congreso amerieano y 
se aprobó por el presidente do los Estados-Unidos la siguiente ley: 



ACTA del Congreso de loe Eeíadoe^Unidoe de América, aprobadayí 7 de Abril de 1869, 
para üevar á ^ecio Ut convención de 4 de Julio de 1868, entre México y loe Estadoe^ 
ümdoepara la reeoludon de la$ reclamaeionee pendientee entre amboepaíeee, 

£1 Senado y la casa de representantes de los Eitados-Unidos de Am6rica, reuni- 
dos en Congreso, han tenido & bien establecer como ley lo siguiente: 
Art. 1? Qae el presidente de los Estados-Unidos proponga, y preyio aviso y oon- 
sentimiento del senado, nombre un comisionado de parte de los Estados-Unidos 
para oir y decidir en unión del otro comisionado que nombre la República de 
México, las reclamaciones comprendidas en los artículos de la conyenoion de 4 
de Jallo de 1868, entre México y los Estados-Unidos. 

Art. 2? Qne la oompensacion del comisionado se fije en una cantidad tal que no 
exceda de cuatro mU quinientos pesos al a&o en la moneda corriente de los Esta- 
dos-Unidos, determinándose dicha suma por mutuo conyenio entre los ejecutiyos 
de ambos países. La oompensacion del secretario que ha de nombrarse por parte 
de los Estados-Unidos, conforme al tratado, no excederá de dos mil quinientos 
pesos al afio, en moneda córlente de los Estados-Unidos, y se determinará como 
la anterior. 

Art, 8? Que el presidente quedo como en virtud de esta ley queda autorizado 
para nombrar una persona competente, á fin de que sirva como agente en nombre 
y representación de los Estados-Unidos, y se entienda con los comisionados para 
presentarles y apoyar las reclamaciones que se presenten por parte de este go- 
bierno, y contestar & las que se establescan contra él, representando á los Esta- 
dos-Unidos en todas las materias que se relacionen con la investigación y decisión 
de estos asuntos. La compensación de este agente no excederá de cuatro mil pesos, 
y se señalará por el presidente. El mismo presidente queda por esta ley autoriza- 
do para proveer lo que convenga para cubrir los gastos eventuales de la comisión, 
y los adelantos á que se refiere el art. 6^ de la convención. Los sueldos, gastos, 
adelantos, y la compensación del tercero, cuando se determinen, se pagarán en 
la tesorería con fondos que no hayan sido destinados á otro objeto. 

Art. 4? Que él comisionado de los Estados-Unidos quede, como queda por esta 
ley autorizado para acordar y establecer en unión del comisionado de México, to* 
das las reglas y determinaciones necesarias para la tramitación y marcha de los 
negocios en la comisión, siempre que esas reglas no contravengan la constitución 
de los Estados-Unidos, lo dispuesto por esta ley, 6 lo estipulada en la conven- 
ción. 

Art. 6? Que el secretario de Estado quede, como por esta ley queda, autorizado 
para trasmitir al comisionado de los Estados-Unidos todos los papeles y expedien- 
tes relativos á los asuntos de que debe conocer la comisión, según lo estime con- 
veniente, pudiéndosele pedir los mismos papeles y expedientes, los cuales al ter- 
minar la comisión, con todos los que se encuentren en poder del secretario de 
esta, volverán al departamento de Estado para ser allí custodiados y conservados. 
Queda entendido que este artículo no puede interpretarse en el sentido de impe- 
dir al comisionado de México depositar en el departamento copias certificadas 6 
duplicados de los papeles presentados en favor de su gobierno en lugar de los 
originales. 

Art. 6? Que cuando á petición de alguna de las partes, se necesite la declara- 
don de algún testigo por considerarla importante, y este reuhsa darla 6 se niega 
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& ello, quede como queda el tribunal de los comieionadoe autorisado para oomi- 
fiionar & una persona oompetonte á fin de que reciba dicha declaración, pudiendo 
el tal testigo, si estuTÍere dentro de los Estados -Unidos, ser oompelido & compa- 
recer y declarar ante el comisionado, 6 comisionados, de la misma manera que 
está dispuesto por las lejes, respecto de las comisiones despachadas por los tri- 
bunales de justicia de los Estados-Unidos. 

Aprobado.— 7 de Abril de 1869. 

Conforme & lo mandado en el artículo 19 de la antecedente convención, 
los comisionados se reunieron en Washington D. 0., tuvieroii sa primera se- 
sion eldiaSl de Jallo de 1869, y dedicaron sas tres primeras sesiones (dí- 
as 31 de Julio y 10 y 11 de Agosto de 1868) á constituirse y organizarse 
debidamente. 

Los comisionados fueron por parte de México el Sr. Francisco Oomei del 
Palacio, y por parte de los Estados-Unidos el Sr. William Henry Wads- 
worsli. 

El tercero en discordia fué el Dr. Francis Lieber. 

Los agentes representantes de ambos gobiernos ante él tribunal de arbi- 
tramento, lo fueron por la parte de Méxio, el Sr. Oaleb Cushing, y por la 
de los Estados-Unidos, el Sr. John Hubley Ashton. 

El secretario mexicano era el Sr. José Carlos Mejía, y el americano el Sr. 
George Gaither. 

En la sesión del 10 de Agosto, la comisión adoptó las reglas que debían 
seguirse en sus procedimientos; y estas reglas, con las modificaciones que 
posteriormente se acordaron, son las siguientes: 

BASES y reglat aprobadat por los comisionados nombrados conforme á la convención 
celebrada el 4 di Julio de 1868, entre la Rq>ública Mexicana y los Estados- Unidos 
de América el 10 de Agosto de 1869, y r^ormadas por acuerdo de fS de Diciembre 
del mismo año, 

1. Todas las reclamaciones remitidas oficialmente 6 la eomísion por los respeo- 
tÍTOs gobiernos, se asentarán por duplicado en extractos, de los cuales se llevará 
uno por cada uno de los dos secretarios en su idioma respectiyo, en el orden en 
que aquellas fueron remitidas. 

Se llevarán con separación los extractos referentes á las reclamaciones de los 
ciudadanos de la República Mexicana y los do las reclamaciones de los ciudadanos 
de los Estados-Unidos. 

Se llevarán de la misma manera actas por duplicado de todos los procedimien. 
tos oficiales de los comisionados. 

2. Todas las reclamaciones á que se refiere la convención, serán remitidas á la 
comisión por los respectivos gobiernos, desde esta fecha hasta el 81 de Marso de 
1870, 7 solo serán admitidas después de ese término, cuando por alguna causa 
especial demostrada á satisfacción de los comisionados no se hubieren remitido 
antes. 

8. Todas las personas que tuvieren reclamaciones que hacer, entregarán memo- 
riales de las mismas á los respectivos secretarios. 
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GadA memorial deberá estar firmado y reconooido por el reclamante, 6 estando 
este ausente del distrito de Colombia, por bu apoderado, quien lo protestará asi; 
7 deberá estar ademas suscrito por el que gestiona como procurador de la parte 
6 por su abogado. 

Deberá expresar pormenorizadamente el origen, naturaleza y monto de la recla- 
mación, con todas las circunstancias relativas, á saber: 

(a). £1 importe de la reclamación: el tiempo y lugar en que tuvo su principio; 
la clase 6 clases y el valor de la propiedad perdida 6 menoscabada: los hechos y 
circunstancias referentes á la pérdida 6 menoscabo de que nace la reclamación, y 
todos los hechos en que se funda. 

(¿). Por quién y en favor de quién se presenta la redamación. 

(e). Si el reclamante es actualmente ciudadano de la República Mexicana 6 de 
los £stado8-ünidos, según sea el caso, especificando si es originario 6 naturaliza, 
do y dónde tiene su domicilio. Si reclama en su propio nombre, expresará si era 
ciudadano cuando tuvo origen la reclamación y dónde tenia su domicilio. Si le 
hace en nombre de otro, manifestará si su representado era ciudadano cuando 
tuvo origen la reclamación, y dónde tenia entonces y tiene ahora su domicilio. 
En cualquiera de los dos casos anteriores, si el reclamante tsnia su domicilio en 
un pais extranjero al tiempo en que tuvo su origen la reclamación, se expresará 
si el reclamante era subdito del gobierno de ese país y le habia prestado el jura- 
mento de fidelidad. 

{d). Si todo el monto de la reclamación pertenece en la actualidad y perteneció 
cuando tuvo su origen, solo y absolutamente al reclamante; y si alguna otra per- 
sona ha «stado interesada en todo ó parte de ella, entonces se expresará quién es 
esa persona, y cuál es 6 era la naturaleza y extensión de su interés ; y cómo, cuán- 
do, por qué medios y por qué retribución la traslación délos derechos 6 intereses* 
si llegó á hacerse, tuvo lugar entre las partes. 

( e). Si el reclamante, ó cualquiera que en algún tiempo pudo haber tenido de- 
recho á la suma redamada, ó á alguna parte de ella, haya recibido alguna canti- 
dad de dinero, ú otro equivalente ó indemnización por todo ó parte de la pérdi- 
da ó menoscabo en que está fundada la reclamación, y en caso afirmativo, cuándo 
y de quién se recibió. 

(/). Si se presentó la redamación antes del primero de Febrero de 1869 á la 
secretaría de Estado de cualquiera de los dos gobiernos, 6 al ministro de la Re- 
pública mexicana en Washington, ó al de los Estados-Unidos en México, á quién 
y en qué tiempo. 

4. Todas las peticiones y alegaciones que se hagan ante la comisión deberán 
ser por escrito, y serán entregadas á los secretarios, quienes asentarán en ellas, la 
fecha en que las recibieron. 

Podrán hacerse breves explicaciones verbales por los agentes de los respectivo 
gobiernos, ó en su nombre, después de que se hubieren abierto las sesiones en los 
días en que deban tenerse. 

5. Do todos los memoriales se entregarán á los secretarios veinte ejemplares 
impresos, en cuarto, en espafiol, y veinte en inglés. 

Los ciudadanos de la República mexicana pueden presentar sus documentos y 
pruebas en espafiol, y los de los Estados-Unidos en inglés, y en ambos casos por 
escrito, miéntoas otra cosa no dispongan sobre este particular los comisionados. 

6. DesdB que un reclamante hubiere presentado sus pruebas en lo principal y 
sus alegatos para corroborarlas, correrá un término de cuatro meses para que se 
prodnsoaa pruebas y alegatos en contrario por parte de la República mexicana 6 
por la de los Sstados-^Unidos; pero por justa causa probada por cualquiera de las 
partes, ese término podrá ampliarse en casos particulares. 
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ACUERDOS. 

ACUERDO A.FBOBÁDO POR LA COHISIOK EN LA 8E8I0N DEL 12 DE A008T0 DI 1869. 

Los Secretarios de esta comisión se har&n cargo de todos los papeles que perte- 
nexoan k la misma, y no consentir&n qae se saquen de la ofíoina, sino que mlnis- 
irnrán & las partes interesadas 6 & sus abogados, en la misma oflcinaf y & presencia 
de cualquiera de los referidos secretarios, las oportunidades que sean oonyenientes 
para que puedan examinarlos 7 sacar extractos de ellos. 

Acuerdo aprobado en la sesión del 20 de Diciembre de 1869. 

Los secretarios lleTar&n un libro que se denom¡nar&: «Libro de los negoeioa 
q«e están en estado.» (Notice Docket). 

(a). Una reclamación tiene estado cuando se hubiere presentado el memorial 
con los pruebas 7 alegatos en que se apoya. Semejante reclamación se asentará 
en el libro cuando lo arise el agente que la presenta, debiendo anotar los secreta- 
rios la fecha de su entrada en el libro referido. 

(b). Esta entrada seryirá de ariso al gobierno contra quien se presentare la 
reclamación de que el reclamante está ya preparado, y desde entonces correrá 
un término de cuatro meses para que se produzcan pruebas y alegatos en contra, 
ouando asi se solicitare, & no ser que la comisión, por causa comprobada, con- 
ooda un término mas amplio. 

(c). Las pruebas y alegatos de réplica apoyando una redamación, podrán re- 
gistrarse en el libro 6 renunciarlas la parte. Se pondrá entonces al caloe la nota 
de « estar á la yista. » 

Acuerdo aprobado en la sesión de SI de Enero de 1S70, 

£1 reclamante que asegure ser ciudadano de cualquiera de las dos naciones 
contratantes de la convención, manifestará los hechos que prueben su ciudada- 
nía, ya sea en su memorial 6 por juramento separado. Si es ciudadano origina- 
rio, manifestará ol tiempo y lugar de su nacimiento, cuando esto sea posible: si 
es naturalizado, exhibirá una copia 0(0 los papeles do su naturalización, si esto 
fuere accequible; manifestando, en caso contrario, la razón de por qué no lo es. 

£1 juramento referido podrá otorgarse en cualquier tiempo, antes de la vista, 
y en los términos que se juzguen adecuados. 

Acuerdo aprobado en la sesión deíSO de Junio de XS70, 

1? Todas las reclamaciones remitidas á la comisión durante su receso, * se tie- 
nen por presentadas y so asentarán en el registro para su preparación, examen 
y decisión, como en los demás casos. 

2? Queda prorogado el término para la presentación de las reclamaciones, des- 
de 81 de Marzo último hasta el 80 del corriente Junio inclusive, después de cuya 
fecha no se admitirán ulteriores redamaciones. 

8? Se amplia el término á todos los reclamantes cuyos casos están ya agenta- 
dos en los registros de la comisión, 6 se asentaren después conforme al artículo 
anterior, á fin de que puedan presentar sus respectivos memoriales hasta el l?de 
Enero de 1871. 

* DMd» el 81 d« Bnoro hasta oí 1? do Junio de 1870. 
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Aeuerdo aprobado en la tuion de IS de Julio de 1870. 

Todos los reclamantes que hasta ahora hayan presentado sus memoriales de 
acuerdo con lo preyenido en el reglamento, 7 no tengan todavía listos sus casos 
para la TÍsta, deberán prepararlos con tal objeto para el 1? de NoYÍembro pr6xi< 
mo, 6 para ¿nies de ese dia, en cuya fecha cuidarán los secretarios de esta comi- 
sión, de hacer en el «Libro de los negocios que tienen estado, » el correspondiente 
asiento de tales reclamaciones. Los reclamantes que hasta la fecha no hubieren 
presentado sus memorialesi deberán tener preparados sus casos para el 1? de 
Enero próximo 6 para antes de eea fecha, en cuyo tiempo será obligación de los 
referidos seoretarios cumplir con el requisito del asiento en el mencionado libro. 
Las reclamaciones registradas de ese modo, se llamarán á la vista con sujeción á 
las reglas aplicables á los demás casos anotados en el expresado libro. 

FonoAdos los registros de que habla la regla 1^ resultó que estaban so- 
metidas á la oomisioQ 1,975 reelamacionea: 

968 de México contra los estadofr-Unidos. * 

1,017 délos Estados-Unidos contra Mé;LÍeo. 

£1 importe de las reclamaciones mexicanas ascendía áS 83.972,819 88^. 

El de los americanas & mas de quinientos millones '*''*'. 

La oombion continuó sin interrupción sus trabajos, sin expirementar 
cambio en su personal, hasta mediados de 1870 en que el Sr. George G. 
Gaither renunció su empleo de secretario y fué sustituido por Mr. Sandolph 
Coyle. 

Mas tarde, en 1872, el Sr. Gushing se ausentó para Europa á tomar 
parte en los trabajos de la ccmúsion de Ginebra, y fué reemplazado tempo- 
ralmente por el Sr. Manuel Áspiroz. 

No ñié posible en los dos años y medio de la convención terminar las 
tareas; y los gobiernos, de común acuerdo, determinaron extender el térmi- 
no por espacio de un año mas. He aquí el texto del tratado: 

CONVENCIÓN. 

Considerando que fué concluida, en 4 de Julio de 1868, una convención entre 
los Estados-Unidos Mexicanos 7 los Estados-Unidos de América, para el arreglo 
de las reclamaciones pendientes que se hablan originado después de firmado el 
tratado de Guadalupe Hidalgo en 2 de Febrero de 1848, por medio de una comi- 
sión mixta, cuya duración fué limit-ada por el término de dos aQos 7 seis meses, 
contados desde el dia de la primera reunión de los comisionados; 7 considerando 
que se ha puesto en duda la posibilidad de que sean concluidos dentro del tér- 
mino seQalado, los negocios pendientes ante dicha comisión: 

* Posteriormente [ despuea del 80 do Junio de 1871 ] bo presentaron sesenta y cinco reclamaciones 
mas, sobre lae cuales nada ha reraelto la comisión por haber venido faera del tiempo. 

*• Una sola de estas reclamaciones se hace por Talor de doscientos treinta 7 dos millones de pss os. 
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El presidente de los Est^dos-ünidos Mexicanos y el presidente de los Bstados* 
Unidos de América, desean que el tiempo primitiYamente fijado para la duración 
de dicha comisión sea prorogado, y para aloansar este fin del mejor modo, por 
medio de una contención, han nombrado plenipotenciarios, á saber: £1 presidenta 
de los Estados-Unidos Mexicanos & Manuel Azpíros, oficial mayor encargado del 
Ministerio de Relaciones exteriores de los Estados-Unidos Mexicanos; j el pre- 
sidente de los Estados-Unidos de América á Thomas H. Nelson, acreditado como 
enyiado extraordinario y ministro plenipotenciario de los Estados-Unidos de 
América en México; quienes, después de haberse mostrado sus respecÜTOS pode- 
res y de haberlos hallado bastantes y en debida forma, han convenido en los artí- 
culos siguientes: 



Artículo I. 

Las altas partes contratantes convienen en que el término seffalado en la con- 
vención de 4 de Julio de 1868, arriba citada, para la duración de dicha comisión, 
sea prorogado por un tiempo que no exceda de un afio, contado desde el dia en 
que, según la convención citada, deberían terminar las funciones de la misma 
comisión, 6 por un tiempo menor que sea bastante 6 juicio de los comisionadoSi 
6 del arbitro en caso de discordia entre ellos. 

Queda convenido, que por este artículo no se alteran 6 prorogan de ningún 
modo los términos pregados en la oitada convención, para la presentación de 
reclamaciones ante la comisión mixta. 



Artículo II. 

La presente convención será ratifioadaí y las ratificaciones ser&n cangeadas en 
Washington, á la mayor brevedad. 

En fé de lo cual, los plenipotenciarios arriba nombrados firman la presente 
convención^ poniendo en ella sus sellos respectivos. 

Hecha en México el dia dies y nueve de Abril del afSo mil ochocientos setenta 
y uno. 

(siAL). MANUEL AZPIROZ. 
(siAL). THOMAS H. NELSON. 
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En el mes de Abril de 1872, el gobierno de Mózioo, aceptando la re- 
nuncia que de su empleo de comisionado habia becbo el Sr. Palacio, nom« 
bró para reemplasarlo al Sr. general León Guzman, procurador general de 
la República, quien se dirigió á Wasbington y tomd posesión de su des- 
tino el 24 de Junio del mismo año. 

Cuando el Sr. Guzman llegó, encontró que se trataba de remitir al ter- 
cero en discordia, trescientas sesenta j seis redamaciones procedentes por 
diversos conceptos de depredaciones de los indios bárbaros. 

En 17 de Abril de 1872, el agente de México, Sr. Azpíroz, sometió & 
la decisión de la comisión el caso número 131, de Bafael Aguirre, contra 
los Estados-Unidos, que es una de dicbas reclamaciones: los comisionados, 
en 8 de Mayo de 1872, se declararon en discordia sobre los puntos y doc- 
trinas generales, según las cuales se babian de resolver estos casos, y presen- 
taron sus pareceres impresos, ordenando la remisión de los expedientes al 
tercero en discordia. 

^Pero en el mismo dia y en la misma sesión, el agente de México pidió, 
en vista de este acuerdo, que la opinión impresa del comisionado ameri- 
cano Sr. Wadswortb, se tradujera al castellano y se le comunicase la tra- 
ducción para enterarse de ella, y poder, en cumplimiento de su deber, y 
usando del derecbo que le daba la oonyencion, bacer un alegato ante el 
tercero en discordia, que tiene el deber de oir á las partes. Pidió también 
que se tradujesen al inglés los expedientes que se babian de remitir, según 
estaba mandado y era costumbre. La comisión acordó que el agente biciese 
por escrito esta petición; y en efecto, así lo bizo el Sr. Azpiroz, dejando 
presentada su instancia el mismo dia 8 de Mayo. 

A reserva de lo que la comisión determinara, el secretario mexicano en- 
tregó al traductor (Sr. Gabriel To&oeda) en esa mlftna fecba (8 de Mayo), 
los expedientes que aun quedaban por traducir, pertenecientes & la recla- 
mación de Aguirre, para que se ocupara ie ellos exclusivamente. Estos 
expedientes se componian de mas de dos mil setecientas páginas. 

Cuando, en 24 de Junio, el Sr. Guzman entró en la comisión, escasa- 
mente podían baberse traducido quinientas ó seiscientas páginas de dicbos 
expedientes, no obstante que por órdenes verbales repetidas del Sr. Wads- 
wortb, mucbas veces no se bizo traducción, sino un breve extracto de los 
documentos mexicanos. 

En la primera entrevista del Sr. Guzman con el Sr. Wadswortb, pidió 
el primero que el segundo le concediera examinar los expedientes' do in- 
dios, y dar su opinión. Este accedió á la expresada petición: el Sr. Guzman 
se bizo cargo de los papeles, estudió el caso, y dio su opinión por escrito,, 
qae entregó en manos de su colega el dia 8 de Julio. 
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Esta opinión no era oonoarrente, y esenoialmente estableóla, que la eo- 
mision había heoho mal en examinar y resolver tesis abstraotas y ouestíonea 
generales de derecho internaoional, en ves de limitarse & fallar los casos 
particnlares y las demandas de cada reclamante; y que vista la divergencia 
entre loe textos castellano é inglés del articulo 29 del tratado de 30 de Di- 
ciembre de 1853, que no dicen la misma cosa, habia de consaltarse & los 
gobiernos respectivos ¿ntes de decidir los caaos, y mantenerse estos en sus- 
penso. 

El comisionado americano neg<5 que el Sr. Gusman tuviera derecho de 
emitir dictamen en casos ya terminados; y exigió la remisión de los expe- 
dientes al tercero en discordia. 

El comisionado mexicano sostuvo, que el heoho de permitirle estudiar 
los expedientes para dar su opinión^ envolvia la revocación del acuerdo de 
8 de Mayo, que ordenó la remisión de los autos al tercero en discordia. 

Siguióse de esto una discusión viva y animada; y el resultado fué, que 
el comisionado americano citó para una sesión pública, que tuvo lugar ^ 
dia 20 de Julio de 1872, y en ella, después de leer una manifestación de 
los hechos ocurridos, según él los entendía, protestó cofitra la conducta del 
comisionado Guzman, y declaró en suspenso la comisión é interrumpidos 
los trabajos de esta. El comisionado Guzman pidió que se pusiese en cas- 
tellano el documento leído en inglés, que él no habia entendido; pero el 
comisionado Wadsworth se levantó, le dio la mano en sefial de despedida, 
y se alejó del salón de sesiones. Dos ó tres días después se marchó para 
Kentucky. 

El Sr. Guzman hizo constar su protesta contra esta interrupción de los 
trabajos de la oomision; y que, por parte de México, las oficinas quedarían 
abiertas como siempre, liasta la espiración del término sefialado por el tra- 
tado. 

En esta fecha los trabajos deía comisión habían sido los siguientes: 

Se decidieron trescientas veinticinco reclamaciones de México contra los 
Estados-Unidos. Las cantidades reclamadas en estos trescientos veinticinco 
casos, importaban 148.332,803 22ics. Lasconoedidas, ascendieron en con- 
junto á $81,420 28 es. en papel, y trescientos pesos mas para gastos, con 
intereses (al 6 por ciento anual) en algunos de los casos. 

Las reclamaciones americanas falladas, son doscientas cincuenta y seis; 
y las cantidades mandadas pagar son: 

En oro $ 164,197 06 

En papel 230,609 74 

con intereses en algunos casos al mismo tipo.-*El total reclamado era 

118.661,764 88 es. 
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Resolta, pues, que babia mil sesenta y una reclamaáones resueltas en 
el momento de la suspensión; y quedan por decidir: 

Reolamaoiones amerioanas....* 761 

Reelamaoiones mexicanas 633 

Total pendiente 1,394 

Para la resolución de estos casos, la comisión babia celebrado ciento cua- 
renta y una sesiones, en esta forma: 

En 1869 é 21 

En 1870 64 

En 1871 40 

En 1872 16 

Totel 141 ^ 

Las decisiones dadas por el tercero en discordia han sido, basta la Fecha 
de la suspensión, cuarenta y dos. 

La interrupción de los trabajos de la comisión, hecho de que cada uno 
de los comibionados di<5 cuenta & su respectiyo gobierno, originó, como era 
natura], una correspondencia diplom&tica, que terminó por el ajuste de un 
tercer tratado, en que simplemente se prolongaba la comisión por dos afios 
mas, á contar desde Febrero de 1873; determinándose, sin embargo, que 
no se admitirían otras reclamaciones que las ya presentadas. Pero las cosas 
acontecieron de tal modo, que por pronto que se anduvo en mandar & Mé- 
xico, para la correspondiente ratificación, el tratado ajustado, este no llegó 
& la capital de la República sino cuando el Congreso babia cerrado sus se- 
siones. 

Por consiguiente, cuando llegó el 31 de Enero de 1873, en que, según 
lo convenido, espiraba la comisión, cesó esta de derecho, como babia cesa- 
do de hecho. Espiraron los nombramientos de las personas: el general Goz- 
man quedó de hecho cesante, y mas tarde se retiró para México, y los 
archivos y papeles de la comisión, aunque quedaron en la misma casa y 
bajo la custodia del secretario Sr. Mexía, estuvieron, sin embargo, d cargo 
de la legación de México, hasta que otra cosa se determinase. 

Entre tanto se redactó en otros términos la convención de próroga, se 
aprobó y ratificó por ambas naciones, y fué cangeada en Washington el 17 
de Julio de 1873. 

Para continuar los trabajos pendientes fueron nombrados, por parte de 
México, comisionado el Sr. Manuel María de Zamaeona, y agente el Sr. 
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£Ieaterío Avila; permaneoiendo el Sr. Carlos Mexia como Becreiario. Por 
parte de los Estados-Unidos parece que no se harán nuevos nombramientos. 



DOCTRINAS 

CONTSNIBAS BN LAS DECISIONES 00N0UBRENTS8 DE LOS COUISIONADOS, 

6 EN LAS DEL TEBOEBO EN DIfiOOBDIA. 

JUR18DI0CI0N ff competencia de estos trUmnales tntemacumales; su 
carácter j formas de procedimientos^ principios generales qw deben o&- 
servar. 

La comisión no pnede oir á quien no sea oiadadano de algono de los dos 

países contratantes. 

{Peter Jarr contra México^ número 391), 

No está en las facnltades de la comisión traspasar los límites definidos 
de su jurisdicción, tal como están marcados por el tratado, que es la fuente 
do toda la autoridad de la misma comisión, hasta el punto de que nada po- 
dría hacer ni determinar, si aquel tratado no existiese. 

(James Hurst contra México^ número S9Sy 

La regla de que os necesario agotar los recursos legales ante los tribu- 
nales inferiores ó de apelación, no se opone á que la comisión mixta conos- 
ca de reclamaciones en que la misma regla no se haya observado; porque 
la comisión es extraordinaria, y no un tribunal de apelación americano ó 
mexicano. 

Aunque fueran válidos y tuvieran fuerza los argumentos que se oponen 
á la jurisdicción de la comisión, sacados de la regla de que deben antes 
agotarse todos los medios de obtener justicia, nunca habría razón para im- 
pedir que un reclamante, siendo ciudadano de los Estados-Unidos, venga 
ante esta comisión y se aproveche de la convención que, por su buena for- 
tuna, según oree, celebraron por mutuo acuerdo las dos naciones. "^ 

(Laac Mosses contra Méanco^ número 197), 

¿Por qué los reclamantes no acudieron al gobierno de México, que los 
llamaba, para arreglar este asunto? La respuesta es que no lo hicieron; 

* Aaí lo decidió el arbitro: los Sres. Palacio y Wadsworth no estavioron con- 
fomos en este punto. 
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pero por esta omisión no se privaron de comparecer ante una comisión in- 
iemaoional, y obtener la decisión de su negocio. * 

V 

(«A S, Manatie y eompañia contra México^ número JíSS). 

Segan la equidad, debemos suponer que México se aprovechará con 
gasto de la oportunidad de pagar lo que por aquí se le cobre, aunque no 
se haya antee acudido á su gobierno & hacer el cobro. "^^ 

{^PrandKO Iturria contra MéxicOy número 66S), 

Las cuestiones pendientes ante los tribunales no son propio asunto para 
decidirse ante estas comisiones. 

(HamiUon P. Bee contra México^ núm>ero ^77). 

Siempre que á la solicitud, para que se vuelva á ver un caso> se acom- 
pafien pruebas de un carácter decisivo, y tales que deban producir un cam- 
bio en la mente de los comisionados, estaremos dispuestos á otorgar la 
suplica. 

{George líoore contra México^ número 701). 

La equidad debe sor uno de los fundamentos de nuestras decisiones. 

(«7. S. Mana$$e y eompañia contra México, número 43ff), 

Este es un tribunal internacional, y la equidad en su sentido mas am- 
plio debe ser uno de los fundamentos de sus decisiones. 

(^George W, Morton contra México^ número 44^' 

La comisión nada tiene que ver con $1 castigo de las ofensas. *** 

(J. S. Manauey compañía contra México , número 48$^), 

Nuestras decisiones no tienen carácter penal. **** 

(Francisco Iturria contra México^ número 66S), 

* También lo asienta así el arbitro al decidir este caso, por no haber estado 
de acuerdo los Sres. Palacio y Wadsworth. 
** Esta suposición también es del arbitro. 
♦** Decisión del arbitro. 
**** ídem Ídem idem. 



Nuestra oomision no tiene fiMmltades para castigar. * 

(^Áaron Brookt contra MéxtcOy número 898), 

SalTO en casos mnj eztraordiDarios, no podemos asamir la facultad de 
poner en cuestión las providencias tomadas por los tribunales cuando seles 
ha faltado al respeto. 

[ WiUiam FarUer eoñfára México^ núm. S19\ 

No podemos conceder ninguna indemniaacioií, sin que exista prueba sa- 
tisfiM^ria. — [John A. TyUr contra México^ número S4ff\, 

[Jókn Clark v$. México número llí^- 

Si sobre la responsabilidad reclamada, se hallase pendiente un juicio, efr- 
tariamos obligados & abstenemos de considerar como injuriado á aquel de 
cuyos derechos y obligaciones estuviese conociendo un tribunal. Hallándo- 
se el asunto tuhjudtce nos pareceria inconsiderado, temerario, é irrespetuo' 
80 intervenir en él. 

[ WUUam Mac Oarrahan vs ihe Unüed States núm. I], 

Hemos concedido á los reclamantes todo el tiempo que han querido to- 
marse para preparar sus casos en los dos años y medio que tenemos á nues- 
tra disposición; pero de la misma manera les exigimos que prueben todas 
las circunstancias que son necesarias para ponerlos en aptitud de obtener 
una resolución satis&ctoria. 

[Charles Stiüman contra México núm. 69'], 

Para &Uar, necesitamos una prueba concienzuda del valor de los bienes, 
y no una relación de lo que los testigos creen que pueden valer. 

[ David C Bardin contra México^ núm, J^Bl ]. 

No bastan las opiniones de los testigos en cuanto & valores, sino que se 
necesita un justiprecio completo, detallado é imparcial de los bienes. 

[ Samwil L, JSmith contra México, núm, 456], 

Es grave error suponer que el nombre bautismal solo por su sonido se 
infunde invariablemente en la esencia, digámoslo asi, de un individuo. El 

* Decisione del arbitro. 



nombre que an individuo reoibe al btutiiarae, oonstitnje nn* ciroonitan- 
oia aeoidental, y maohoe nombres propios de personas lo mismo que geo- 
gráficos, «on diferentes en diferentes idiomas. "*" 

\^Jíarco$ ó Mark Schahen contra México núm, lOC], 

Es un principio de derecho, universalmente reconocido, por hallarse fan- 
dado en el sentido común, que cuando es permitida la elección de un tri- 
bunal, ó juei, ó arbitro, y este es elegido por las partes, se encuentran ellas 
obligadas á pasar por su decisión. 

[^John Amold et al contra MéxicOy núm 126 ^ 

Las dos naciones son potencias independientes, colocadas por el tratado 
bajo un pié de perfecta igualdad; y ninguna de las dos tiene el derecho de 
apelar á sus leyes propias, como criterio único para decidir sobre cualquie- 
ra hecho, en disputa, ocurrido dentro de la jurisdicción de la otra. 

[ Thoma» H. Mifutery vs, México, Aúm. 376']. 

Siempre que un caso ha sido colocado en el registro de la comisión por 
cualquiera de los agentes de los dos gobiernos, y se ha sometido así á la 
decisión de los comisionados, se deberá, considerar este acto iDCuestionable- 
mente como un acto del gobierno mismo representado por el agente. 

{^JBáwey Lake V9, México, núm» 607}. 

El primer deber de los comisionados es el de examinar en cada redama- 
ción, si ella ha sido debidamente presentada conforme á los términos del 
tratado, y ai por la letra y espíritu de este se comprende el caso entre los 
que es nuestra obligación decidir. 

[^ Melquíades ¡/ Josefa Chavez, contra los Estados^ Unidos^ núm. 141 }. 

No es necesario que u& procurador 6 abogado firme los memoriales; bas- 
ta que lo haga la misma parte que redama. 

[Elena D. Chase vs. México núm, 408\ 

En esta comisión no hay formas de juicio, ni requisitos de procedimien- 
to propiamente dicho. 

[ Thomas Thompson contra México^ núm. 3641* 
* Peoision del Arbitro. 
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Esta oomisioa se oonsidera como un tribunal internacional, j cree que 
con ese carácter debe dar ignal fé y consideración 4 las autoridades legíti- 
mas de cualquier país civilizado. £1 valor de un documento no se menos- 
cabará ante ella por la nacionalidad del funcionario que la suscriba, con tal 
que lo sea realmente y ejerza sus funciones en el lugar donde firmó. 

[JbAn cT*. Martin vs, México, ntím. 766 "]. 

£n la prueba, las preguntas que indican la respuesta, las reprueba tanto 
el Derecho común, como el civil reprueba las sugestivas. 

[ Ignacio Torres contra los Estados- Unidosy núm. 666 ]. 

£n algunos casos debe el arbitro limitarse á decidir conforme á la ley y 
á la equidad, aquellos puntos en que las partes difieren. Pero á veces, y 
especialmente cuando nada se ha expresado distintamente por las partes, la 
autoridad y el deber del arbitro abrazan el arbitraje conciliador, que con- 
siste en obtener el ajuste por medio de cesiones mutuas. 

[Mark Schaben contna México, núm. 100']. 

Las naciones son soberanas, y cuando se ponen de acuerdo para estable- 
cer una convención internacional como la nuestra y para obligarse por cier- 
tas reglas, tal convención 6 comisión no es un eslabón de la administración 
común de justicia de ninguno de los dos países, ni la obliga otra cosa que los 
principios de justicia y equidad que han sido progresivamente reconocidos 
por la jurisprudencia de todo el género humano y el derecho de las nacio- 
nes de todo el mundo. 

[Mather y Glover contra México, núm» Í7<?]. 

Las decisiones en guarismos se dan bajo la salvedad de un error aritmé- 
tico. 

IMather y Glover contra México, núm. 1781¡, 

El Estado, la sociedad 6 el gobierno civil, llámese con el nombre que se 
quiera, es una continuidad de administraciones, empleados 6 gobernantes 
que se suceden unos á otros, y que reciben y trasmiten las obligaciones de 
los que les han precedido. El regente de Francia que sucedió á Luis XIV 
tomó grande empeño en que se declararan personales las enormes deudas 
que este contrajo, para conseguir que terminaran con la muerte del rey; 
pero no tuvo éxito; y Luis XYIII todavía pagaba á la hermana de Robes 



pierré ün* peniion qne le hab» oonoedido la oonrenoion, la onal dorante 
•n administración representaba & la Franoia, como mas tarde la represen* 
td el referido Luis XYIII. 

{^Ra/ad M. MüUr contra México^ núm, JiSC]* 

El eapitan de nn baroo es una persona hábil y jaridica y no un aooeso- 
rio del bnque qne manda. No es parte integrante de este, ni está bajo el 
dominio de loe daefios del mismo. A él le corresponde hacer valer en nom* 
bre propio los derechos que puedan competirle. 

[ Sñcw y Bvargeu contra México^ núm, Í¿^]« 

Be ha puesto en duda si el Albacea del que fué tutor de unos menoree 
puede venir & reclamar por bienes pertenecientes & estos ante esta comi- 
ñon. La equidad en el sentido mas eztriotOi de acuerdo con el derecho co« 
mun, 7 con el derecho de todos los grandes miembros que constituyen 
nuestra vasta ReptLblica de naciones, conceden el completo dwecho de re- 
clamar. 

[ Chrxstínt Eigendorffáí contra México, núm. 681 2» 

Bl agente de una persona no es su propiedad, y la injuria que se infíritf 
al agente de un reclamante no es una injuria causada al mismo reclamante, 

[ Oaroline SproUo contra México^ núm. SS^» 

Cuando esta comisión concede intereses sobre alguiia redamación, los da 
como una compensación mas 6 menos completa de las utilidades legítimas 
y probables que alguno dejó de percibir por consecuencia inmediata de la 
injuria que se ha dado por probada. Es evidente que la medida de esas 
utilidades varié & lo infinito, según las circunstancias especiales de cada oa» 
so, y que no varian m6no8 las razones de equidad que inclinen el &nimo 
mas 6 menos en favor del ofendido, 6 que demuestren mas 6 menos malig- 
nidad, injusticia ó negligencia en quien hizo 6 aprobó la ofensa. Para mar- 
ear eií su fallo los comisionados los resultados de esas diferencias^ para 
aeercaroe lo mas posible & lo que pide en cada caso la justicia, el mejor 
medio que poseen, si no el único, es el de seffalar ó no intereses, y variar 
las cuotas de estos confonsie & las circunstancias del caso. Siendo este un 
medio de modificar sus decisiones como pida la justicia, no est&n los comí* 
sionados dispuestos á desprenderse 49 ese arbitrio fijando una cuota inr^ 



riable 4o.ÍDtere«e9 para IO0 caaos jusgadotf en contra de algano de loa doa 
países. Las leyes qoe en ooalqaier^ de ellos señalen tal cuota, son maj d¡g« 
ñas de considerarse como circunstancias de hecho que deban influir en ca- 
da caso como uno de los elementos para designar el interés; pero no son 
hoy reglas obligatorias para les comisionados, y estos no, creen que adop- 
tándolas como tales aumentan las probabilidades de que sus decbiones se 
acerquen & la equidad. Se proponen por lo mismo continuar eu su sistema 
de conceder 6 no intereses^ según su prudente arbitrio, y de adoptar' para 
la4asaoion de ellos aquella cuota que en cada easo dado paredien ma» 

equitativa. 

[^Hlnrv^ Lake contra México^ núm, 607']* 



NATURALIZACIÓN. 

No se pued» poner en duda que es facultad de cada país eatebleoer v^ . 
U3 leyes propias la forma y requisitos para la naturalización de los eztn^n*. 
jerOB, determinando cu&les son los actos que tienen que practicar para ad- 
quirir la nueñra nacionalidad. Fijar las condiciones con que se admite ¿al- 
guno & formar parte de una sociedad, no puede ser atribución de nadie mu 
que de los que gobiernan esa sociedad; y es por lo misma objeto natural y 
peculiar de U legislación de cada país el definir quiénes pueden naturali- 
Barse y por qué medios. 

[ Jb%n J. Martín vi. México^ núm. 766 "I. 

£1 origen del derecho que una nación tiene para hacer suya propia, y 
reclamar oomo tal otra nación, la injuria hecha & un particular es, que 
siendo este miembro de su cuerpo social, y un representante j)ro tanto dé 
su patria, esta recibe un agravio cuando la persona 6 bienes de dicho in- 
dividuo resienten una injusticia; mas si el ofendido no os ciudadano suyo, 
ni se halla bajo su protección, todo lo que le pasa es para aquella nación 
reí vnter aliot acta^ de lo que dice el principio de derecho alus nec nocet 

ntcfrodat. 

(Charles E. ÍFescAe contra México^ núm, 8JíS). ' 

Si un país determinado, al recibir un individuo una injuria, no adqui* 
rid, por el mismo hecho, el derecho de redamarla y vindicarla, ¿lo adqui- 
rirá por h admisión poattrior de aquel individuo á ser miembro de su 



ttáékmtííié&f' ü^ltfllénL que sea la soláeidn qtié se áebe jar i está- enes^^ 
tíoD, segan los principios del derecho, conviene desde Inegó observar, qné 
jamas en la práctica se ha adoptado la afirmativa. Todos los países, sin 
excepción, han obrado bajo la idea aceptada sin discusión ni ez&men, de 
q,iasíoa derechos naoiodalcB activo» y pasivos del nuevo ciudadano, nacían 
al tiempo de su naturalitacion, j de ningttn» manera afectaban sv opi^dl* 
cion ant€(rior. Atinado 6 erróneo ese principio, no hay duda de que él se 
encuentra encamado en el derecho internacional práctico y positivo, y que 
ha sida tomado por guía en. todas las FelaokxaM y transaeiottea de uo^ 
p^es ppn ptros^. 

(Cha^hi K'Wáche va Héatko, núm. 8^8). 



El supuesto de que una nación, por el hecho de admitir á alguno como 
eiudfudaiM» suyo, contrajo impli^itawente eu favor de él la obligación de 
tomar 4 su eaijgo y bajQ su protección las redamaorones que aquel indhri* 
dúo traiga ya adquiridas eu su favor, colocaría 4 los gobioraos en un pre- 
dicamento sumamente desventajosoí y haría del procedimiento; legal y do 
buena fé de la naturalización, un instrumenio do fraudes y una inagotablo 
fuente de querellas internacionales. 

(^GharUt E. Wuche v$. México, núm. SJ^ff). 

La doctrina de la doble bácionafidad del individuo naturalissádo en pa& 
ezt^tanjero, üunque cada dia mas dmofítcdUadaf no ha desaparecido polr 
completo del derecho de las naciones. 

(John, J. Martín ts¡. México^ núm. 768). 

Guando las leyes de naturalización de los dos países en disputa son dis- 
tintas, y cada uno pretende que su ley propia decida él caso, se tendrá 
entdilces un conflicto serio, puesto que un gobierno no reconoce como eácas 
la naturalización de un subdito Suyo en otro país, para el efecto d^ eztin* 
guir su anterior nacionalidad. En esos casos, el conflicto se debe decidir 
por los principios del derecho internacional; pero si los dos países admiten 
que la naturalización extingue lá nacionalidad anterior, ent<$nces en reali- 
dad la dificultad está reóüelta. 

{John J, Martin vs, MéxicOf núm, 766). 
La mujer casada, por el mero hecho del matrimonio, sé inviste déla ña* 



do&alidtd de ra marido, rin que le neoesite otra maa ezpreiMi mantSMla* 
don de eu yolaatad. * 

(t/bAn J. Martín vs, México^ núm. 76ff), 

«La mnjer casada adquiere por éxl matrimonio la ciudadanía del ma. 
rido; 7 la naturalización de este acarrea ip$o/acto la de la mujer.» 

(Phillimori). 

La naturalización de la mujer por el matrimonio, es la consecuencia del 
laxo íntimo que une á los cónyuges, consagrado por todas las legislaciones, 
y erigido en principio de derecho internacional. 

(Fseltx. Droü intemat, privé, T. L) 

La máxima de que el que una ves fué subdito siempre sigue siéndolo, 
ha sido negada y contradicha positiyamente por las dos repúblicas que con- 
▼inieron en establecer esta comisión. El principio ntmo potest exner$ pc^ 
triam no ha cruzado el Atlántico; j la ciyilizacion del Occidente no ha 
dejado de florecer á pesar de esto. 

{Thomas Hí Momtery vs. Méocico, núm. S76). 

«Gran diversidad de opiniones, decia Mr. Marcy, y no poca confusión 
existe respecto de la naturaleza y obligaciones del vasallaje 6 relación de 
fidelidad respecto de un gobierno. Algunos piensan que ese vínculo polí* 
tico es de todo punto indestructible, y que aunque originado por un mero 
accidente, cual es el nacimiento en un lugar, obliga sin embargo al indi- 
viduo para siempre, y lo sujeta al soberano del país. Según otros, no hay 
en esto mas que una simple conexión política análoga en su naturaleza á 
la de los contratos civiles, y disoluble, por lo tanto, por convenio mutuo, 
pero no á voluntad y arbitrio de uno solo. La doctrina mas fundada y mas 
generalmente adoptada es, sin embargo, que el ciudadano 6 iúbdito que 
ha cumplido fielmente sus deberes pasados y presentes respecto al poder 
soberano de quien depende, pttede en cualquiera tiempo libertarse á sí mi$* 
mo déla obligación de vasallaje ó fidelidad; dejar libremente él país de 
su na^mienio ó él de su adopción; buscar un hogar y una patria entre to* 
dos hs países del globo, y escoger aquel que le ofrezca la mejor perspectíva 
de /elicidad para si y para sus descendientes. Cuando el poder soberano, 

* Mr. WadBwort sostuvo el principio contrario al dar su opinión sobre el 
caso núm. S65 de Mary Biencourt. 



ím «i q«é flMve^ no mmiponde i los fioM para que fbj edUbledido, enaii* 
do no M pone en ejereieio pan el bienestar general del pueblo, j se ha 
beeho inprtBot j tiránioo, el derecho de expatriarse descansa sobre una ba* 
ie firmisiniay y es an&logo en principio al derecho que legitima resistirse & 
la tiranía. B — Jír, Man^ to Mr, Evudmamn^ 8etíewbre26de 185$,-^ Cor» 
rmptmámuia ráatíva al cato de Martin Ko$zta. 



**♦ 



LEY votada en el Oongreio^ y aprobada d27 de Julio de 1868* 

«Por enante el derecho de expatriación es nn deruho mtíiural i inhérwte d toio$ 
toe kombrut indispensable para el goce de los derechos de vida, libertad y ^rose- 
cnoion de la felioidad propia; por cuanto en reconocimiento de este principio, este 
gobierno ha recibido libremente emigrantes de todas las naciones, é inTestldolos 
con los derechos de la dndadania; por cnanto se pretende qne los tales ciudada- 
nos americanos, con sos descendientes son subditos de Estados extranjeros y de- 
ben fidelidad i sus gobiernos; y por cnanto es necesario para el mantenimiento 
de la pas pública, qne dicha pretensión de soberanía extrax^era sea pronta y de- 
flnitiTamente desechada y declarada sin lagar. 

«Se determina y manda qne toda declaración, instrucción, orden, decreto 6 

decisión de cualesquiera empleados 6 funcionarios de este gobierno, que niegue, 

restrinja, peijudique, daOe, 6 ponga en duda el derecho de expatriación, sea y 

se entienda, como desde ahora se declara, eorUraria i meon^atibU con 2o« printí' 

pioeftmdammtalei de €$té goUtmom. — (Statutes at Large, tomo 16, página 228). 

Ya pnede decirse qne todos los gobiernos onltos convienen en qne es un 
deber intemaeional reconocer la naturalisaoion de sns subditos en otros 
patea. No se ha consignado ciertamente en todas las legislaciones, poiqne 
aeaso no esté en armonía con las instituciones nacionales, políticas j judi- 
ciales;, pero sí se ha aceptado explícita 6 implícitamente en las transaedo- 
ses intemaeiottales. don esto ha llegado & incorporarse en el Derecho de 
Oenteiy y 4 constituirse en regla para decidir entre las naciones soberanas. 

(John J. Martin vi, México^ núnu 766). 

sLa obligación en el país de que alguno era nativo, dice el Sr. Palacio, 
comisionado mexicano en Washington para decidir reclamaciones entre 
México 7 los Estados-Unidos, de reconocer el cambio de nacionalidad que 
él hubiese efectuado voluntariamente por un acto & que tal efecto es ex* 
presamente atribuido por la ley local, y acompañado del hecho de trasla- 
darse & aquel país, no es hoy ya disputada por ninguna nación culta; pues 
hasta Inglaterra ha abandonado la posicion^que sobre este punto habia sos- 
tenido siempre. »«-Jbye<¿c Andenon y W, Thompson contra México. 

8i alguna cosa, que no sea la mudanza 6 cambio efectivo de nacionali- 
dad, pudiera admitirse como causa productora de modificación en el carácter 



á áoto la intekeim d» llenr & ctonbid ««a mildaiiBa, M'ruottábteékij^i^qif^' 

la prueba de dioba inteneioD) abrigada dé humá/í;tti de id iMtkitftlélN^)' 

qte DO deje d«ida algtiDá respécio de im sinceridad. No d«ber imneáiA»»^ 

importancia 6 las meras declaraciones de tal intento, enaúdokir eonita^' 

dice, 6 por lo menos hace dudosas, la eirounstandaSe eoátintiarreKÍdiíSttdr 

en el país, donde d domicilio imprimid el oar&oter que se trata de aban* 

donar. 

(8» Cranch. — Thomcu H, Monstety vs. México^ núm, S7ff). 

• * r * 

• * . < ... 

Algo más que una mera declaración verbal, algún hecbp positivo y sdQ* 
do que demuestre que la parte está realmente en vía de marcháis^. dcir 
pais, 80 ha conudetado siempre necesario en: estos easos. 

(^Thomcii ff. M^mt€ry,loco'Cíkíto). 

Aunque la antigua ciudadanía fácilmente se vuelve á adquirir, e0o úé 
puede acontecer, sin embargo, mientras no se abandone defindtivameMte el 
domieilio adquirido. 

( Oragie v$. Lewin. — S Curtís, — Ecd, Resphi ^(75.— Thomas ííonitety 
V8, México ihid). 

Debe haber siempre para el cambio: el ánimo, antmt»; y el becho,/xcíicifi. 

(Ibid). 

Según el derecbo intemadional, tal como eonstantemente se ha definid» • 
j aplicado por los tribunales de Almirantazgo, todo oomeroiante tiene la 
naeionalidiid qUe le da su resideneia^ de manera que para los efeotos do 
captura, oondenaoíon, restitución, 6 indemniaacien por aetos de.«n>beU« 
gerante; aingua comero&ante tiene otra nacionalidad >que la del país en qoor ) 
reside. 

(^JoU^ Ferrer contjra lo$ EUado^Unid9$f nUm. S68 J3). 

{Eailech Jnt Lav>. pág. 486 y 701. — Fhilltmar^ val IIJ^ niím. iJR?.. ,. 
— TTAeaton Elem. ofJni, Lato, parí. 4, cap. 1^% 16¡f IT)» 



El reclamante no ha perdido su nacionalidad^, ppr el hecho 4c hab^r 
tablecído su domicilió temporalmente en México, pi por haber adquirido 
allí bienes raices. * 

(^D^ancüco Nolan contra üíéxico^ núm. 3S7). 

* DeeUion del arbitre. 
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Se dice que los reelimaiites se convirtieron en cindiidanos mezicanoB| 
por el hecho de haber adquirido tierras en México, paesto que, según una 
ley de esa repúblm, todo el que compra tierras en «Ha, queda naturalizado 
por el mismo hecho, al menos que al tiempo de la compra declare su in« 
tenci(^ t!Qntraría. Xa mente de esta ley es.eonferir un beneficio al extran- 
jero que compre terrenos en el pai9, y es contrario & la equidad que este 
beneficio (conycrtido en el presente caso en una pena) se imponga & los 
reclamantes o<nitra su voluntad, por solo la razón de que omitieron hacer 
la declaración de una negativa; 6 en otros términos, porque prefirieron con- 
tÍAiur siendo ciudadanos de los Bstados-Unidos, como lo eran nadaméáos 
que por nacimaento, que es el que impone el mas fuerte y positivo de to^ 
dos los vínculos nacionales. * 

(^Fayétte Andenon y Wílliam Thomptan contra México^ núm. SSS). 
(^Gearge W. Morton contra México^ núm. 446). 

£1 haber sido traído en la infancia á este país, no es por sí solo bastante 
para hacer & uno ciudadano snya, dbKtenmdo la nacionalidad de origen. 
Si no Uend las formalidades que en su calidad de emigrante en la infancia 
le correspondía según la ley, es claro que conservó la ciudadanía que le 
trasmitieron sus padres. 

, (Fejmando Pagliarí contra México ^ núm. 521). 

El hecho de alistarse y servir como soldado en el ejército de los EstadoSr 
Unidos, no es necesariamente un medio de adquirir la calidad dp duda-. 
daño de estos. 

£1 juramento de fidelidad que se exige á los extranjeros al servicio de 
los Estados-rUBidos, no produce una fidelidad . perpetua y absoluta, sino 
temporal y limitada á las necesarias relaciones y consecuencias que nacen 
del servicio militar. , .. . 

(^fernando Pagliari contra México^ n^im. Sil). ., .. 

» 

Un oiudadaiM) ameitieano que sirve en el ejército de México, y se pone 
así bajo la jurisdicción de aquel país, adquiere la ciudadanía mexicana ' 
conforme & la ley vigente en México. 

Si el gobierno mexicano no le pagó sus sueldos, ese hecho no constituye 
una t Muría causada & un ciudadano americano, t» 

« 

I0torg€ Ji Knox vt. Méxieo^ ífúm, S942* 

.. . ■ . .:••'•• • ' 

* Decisión del arbitro. 



Lo misino inoede con el qtie sirve en la annada de H¿xioo* 

I John J. Martm v$. Jiéxieo, wúm. 768']. 

Loe eerricioi en el ejéroito de Méxioo privan al que loe preeM del deie- 
olio de redamar eontra M6zioo oomo oiudadano americano. 

» 

lEarve¡/ Lake v$. México^ núm. 607'}. 

La naoionalidad de la bandera es la qne decide del derecbo de reelaaar: 
ella es la qne marca la nacionalidad del duefio de las meroanoías pan 
efecto. 

[Joftf Ferrer contra lo» E$tado9^Unido»^ wúm. 858 A]. 



DERECHOS 

DX LOS QÜX SOLO EAN DIOLARADO LA INTINOION DI HA0XB8B 
CIUDADANOS DB LOS XSTADOS-VNIDOS. 

Apareciendo de las constanciaB del caso qne el reclamante era nn ex- 
tranjero domiciliado en los Estados^Unidos, residente actnal de los mismcS| 
y que había declarado su intención do naturaliiarseí creemos que tiene de* 
reeho 4 ser oído por esta comisión. 

[t/amet Hur»i vt . México^ nám. 89S\ 
IPeterJarr vt. México^ fttfm. 89 1\ 

Los comisionados ban resuelto en muchos cues que una persona que ha 
declarado su intención de hacerse ciudadano de los Estados-Unidos 7 
continúa domiciliado en los Estados-Unidos, es ciudadano de los mismos 
para los efectos de esta conyencion. 

[ OardUne SproUo contra México^ núm. 8S\ 

Es mi decisión que un eztraBJero en el momento de la adquisición del 
domicilio se liga con el Estado de su adopción, estableciéndose entre uno j 
otro desde luego la relación de soberano 4 subdito, 7 que en virtud de es- 
te vínculo pueden los Estados-Unidos en sus relaciones con otras potenoias 
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defender al domiciliado oomo ciudadano puyo, mientras subsista la expre- 
sada conexión política. 

[ Ckrísiopher H. Go9ch vi, México^ núm» 3^0"]. 

Las leyes de los Estados-Unidos no exigen que el extranjero domicilia- 
do resida continuamente en su territorio durante el curso del período de 
la naturalización. La ley que así lo prevenia, después de un breve ensayo, 
fué derogada por completo. Esa persona puede ir fuera del país, por gusto, 
6 por negocios, y sin embargo retendrá su domicilio en los Estados-Uuidos, 
donde está su residencia, su casa, su hogar, su patria, su familia, su mujer 
si la tiene, &o.; y si ese hombre muere fuera del país, las leyes americanas 
son las que se consultan para probar y para interpretar su testamento, ó 
para disponer de sus propiedades ah intestato. 

[ Chrütopher H, Gosch vs. México^ núm. 8W\. 

Los comisionados nemtne contradicente han sostenido que bajo la deno- 
minación de ciudadanoif el tratado abraza no solo los naturales y los natu- 
ralizados, sino también todas las personas que tienen domicilio en los Es- 
tados-Unidos bajo una declaración de intención de hacerse ciudadanos de 
los mismos. Seria demasiado estrecho confinar el sentido de la palabra 
u ciudadano» & solo los naturales y naturalizados. Yo pensaría muy pobre- 
meiíte de los Estados-Unidos, si viese que ellos no protegen á personas 
que se encuentran en el predicamento do Eigendorff, y los abandonan in- 
tencionalmente. 

[ Chrüttne Eigendorff v$, México^ núm. 58 1\ 

La comisión ha decidido terminantemente que los extranjeros residentes 
en los Estados-Unidos bajo una declaratoria de intención, hecha de buena 
fé de hacerse ciudadanos americanos, son ciudadanoi para lo que hace á la 
protección que se les debe en su persona y bienes, en el mismo grado que 
á los naturales y naturalizados. 

[ Christopher H, Gosch V8. México, núm. Sí^O'], 

Conforme al derecho internaoioaal, los extranjeros que han adquirido 
domicilio bajo una declaratoria de intención de naturalizarse, tienen la 
misma nacionalidad que los nacidos en el país y los que en él se han na- 
turalizado. 

(^Mr. Marcy d Mr. Busselman. — Correspondencia en el caso de Martin 
Ko9ztá). 
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La cuesiion de los derechos de aquellos que no han completado la nata* 
ralizacion en los Estados-Unidos, y solo han declarado su intención de 
hacerlo, no es ya una cuestión ante nosotros. La comisión (por el yoto con- 
forme de los dos comisionados) decidid en los casos de Jar ys. México, nú- 
mero' 391, y Hurst vs. México, número 393, que los reclamantes subditos 
por nacimiento de Dinamarca y de Noruega, y domiciliados en los Esta- 
dos-Unidos bajo la declaración antedicha, eran y son ciudadanos de los 
Estados-Unidos dentro de los términos del tratado. El principio estable- 
cido en estos casos es, que las personas domiciliadas en el país adoptivo, 
en la época de que se trate, están comprendidos en la calificación de ciu- 
dadanos. Esas decisiones establecen que la ciudadanía es un vínculo ó 
conexión nacional establecida por la ley del país; y que, aunque muchas 
veces puede dar lugar & privilegios y derechos distintos, presenta siempre 
como rasgos fundamentales, por una parte, el deber de la fidelidad del ciu- 
dadano para con el Estado, y por otra parte, el deber de protección al ciu- 
dadano por el Estado. 

{CamiUe Grot vs, México^ núm. Sil). 

Ciudadano no es equivalente do votante. 

( CamtUe Gres vt. México^ núm, 311). 

En una convención para el arreglo de reclamaciones provenientes de 
daños causados por las autoridades de un país & los ciudadanos de otro, 
la denominación de ciudadano comprende todas las personas naturales, así 
individuales como colectivas, y todas las personas legales que tengan vín- 
culos de unión con el Estado, en la fecha del daño. Este principio ha sido 
aprobado por las decisiones del tercero en discordia, en los siguientes ca- 
sos: núm. 83, Garoline Sprotto contra México; núm. 581, Ohristine Eigen- 
dorff contra México; y núm. 320, Ohristopher H. Gosch contra México. 

( Camüle Oros vs. México^ núm. Sil). 

Los individuos que habiendo dado el paso preparatorio de declarar su 
intención de naturalizarse en los Estados-Unidos, se ausentan de ellos an- 
tes de completar su naturalización y Jijan su domicilio en otro país, no tie- 
nen derecho & que se les considere como ciudadanos americanos. 

{Santiago Kem vs. México^ núm. 750). 
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Un cxtranjoro de naoimienio, que lia declarado su intención de kaoerse 
ciudadano de los Estados-Unidos, y después se ha trasladado & otro país 
7 establecidose en él de una manera permanente, sin llevar & oábo su pri- 
mitiva intención, no es ciudadano americano ni tiene derecho & ser prote- 
gido por los EstadosH-Unidos. 

Su ausencia debo tenerse como una prueba concluyente de que abandonó 
dicha intención. 

(Jokn N. Wol/e contra México^ núm, 66JS). 



RESPONSABILIDAD por ocupadon de ¿tenef, deitruccion de ¡09 mt»- 
mos en tiempo de guerra^ iervicios pre$tados^ defecto de formalidadee 
legales^ d:c. 

Hubo realmente una « injuria ji en el sentido de la convención, en el he- 
cho de que dejara de pagarse al reclamante el saldo que se le adeudaba por 
valor recibido en municiones y pertrechos para continuar la guerra. * 

(</. S» Manasse y compañía contra MéxicOy núm. 482). 

Es digno de un país que hace una guerra justa, pagar los auxilios que 
recibe de algún particular. 

( Charlee C. Johnson contra Mémco^ núm, 8íS). 

La razón natural dicta, que si la autoridad obliga & alguno & poner en 
manos de ella alguna cosa de su propiedad particular, la referida autoridad 
contrae por el hecho mismo, el deber perfecto de hacerle cierta y segura 
la conservación de aquella cosa, y de responderle por su pérdida en todos 
los casos, excepto el de suceso fortuito, ó fuerza mayor. 

{Isaac Moses contra México^ núm, 543. — Ocupación de pólvora, &o). 

La retención do un buque sin promover el correspondiente juicio, no es 
justificable, y da al dueño motivo fundado para quejarse y pedir indemni- 
zación de dafios y perjuicios. 

(^Eduardo Berrán vs. the United States^ núm. SB8 A). 
* Decisión del Arbitro. 
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No es dudóse que lo mismo ha de suceder respecto del dueño 6 dueños 
del cargamento de ese barco, por los daños sufridos en él. 

(José Ferfer contra los Estados- Unidos^ núm, 368 B). 

Tomar una cosa agena para hacer uso do olla, 6 para apropiársela, es un 
hecho que por si solo produce una obligación natural de indemnizar; y si 
tal hecho ha sido practicado por empleados oficiales de un gobierno, y con 
el fin de atender á un serricio público, la responsabilidad que nace del 
hecho, no queda en la persona de su autor, sino que pasa al gobierno en 
cuyo nombre y para cuyo beneficio se usó 6 tomó la propiedad agena. Un 
gobierno podrá repudiar ó declinar el cumplimiento de contratos hechos 
sin su autorización y sin legalidad; mas no puede repudiar los hechos ofi- 
ciales de sus empleados, verificados con el carácter de tales empleados pú- 
blicos, y para objetos del servicio público. 

(Herederos de Pedro Armendartz contra los Estadoi^Unidos^ número 
398). 

Hay ciertamente casos en que contratos nulos, por ser opuestos á la ley, 
se sostienen, sin embargo, por un principio de equidad, y dan origen á 
una obligación natural. Mas para que esta exista, se necesita que haya uña 
causa, consistente en el beneficio que el obligado haya recibido de la per- 
sona que le cobra. 

{José S, CucuUu contra México^ núm* 779). 

Cualquiera que hubiese sido el delito real <$ imaginado del reclamante, 
era siempre ilegal prolongar su prisión mas de setenta horas, sin llevarle 
ante un juez y enterarle de la naturaleza de los cargos que resultaban con» 
tra él. Y esta prisión, prolongada durante mucho tiempo, asi como la sol- 
tura final, sin perjuicio de ninguna especie, junto con el tratamiento cruel 
é inhumano, acarrean una responsabilidad grave para el gobierno de México. 

( WiHiam P. Bames vs. MéxicOj núm. 29). 

Nunca podrá justificarse que el reclamante fuera arrestado sin la forma- 
lidad de un juicio, y que, con violación de la ley, se le tuviera preso desde 
el 10 de Mario hasta el 10 de Mayo. 

(Joseph M. Bryant vs. México^ núm. 2&). 
Su prisión ordenada sin haberse practicado la averiguación ó juicio pre- 
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venido por la« leyeB, fué nn acio injosio. Por él, ooa¿rajo el gobierno una 
responsabilidad. 

(Pcter Blohm v$. México, núm, 46S.-^George Laner vs. México, núm. 
4,64, — Imoc o. Itrcbél VB. México, núm, 325). 

La prisión mas allá de los límites legales, constituye injusticia. 

( WiUiam Coüier contra México, núm. llS). 

Creo que el mejor modo de demostrar nuestro interés por la libertad j 
seguridad de la vida délos extranjeros que por placer ó negocios viajan 
ñiera de su país, confiando en la fé de los tratados, es señalar una cantidad 
equitativa para él pago de los ultrajes y perjuicios causados en este caso. 

[cTb^epA M. Bryant vs. México, núm. ^d"]. 

Habiéndose hecho y continuado la prisión del reclamante con violación 
de las leyes mexicanas, el gobierno de México ha incurrido por este hecho 
en una responsabilidad que debe hacerse efectiva. 

[^ Jarnos L. Springer vi. México, núm. SSOJ. 

£1 derecho del preso á escaparse del poder de los que ilegalmente lo de- 
tonian, y violaban las garantías que le otorgaba la ley del país, y el dere- 
cho internacional, no se puede poner en duda. 

[^ James L. Springervs. México, núm, SóQ"]» 

Nunca podremos condenar de una manera bastante enérgica ese medio 
arbitrario, ilegal y desproporcionado de cubrir las necesidades de la tropa. 

[^ Mores Moke contra México, núm. Si^y 

Los daños causados por soldados en actual servicio de campaña, y no 
evitados por sus jefes, 6 no castigados y resarcidos por los mismos, deben 
satisfacerse por el gobierno en cuyo servicio estaban dichos soldados. 

[ Santiago de la Cruz contra he Estados^ Unidos, núm. 9 ]. 

El general Corona tenia indudablemente el derecho de ocupar los bie" 
nes de EUiot si así era necesario para la defensa del país, y también el de 
destruirlos completamente si así lo exigían las necesidades de la guerra* 
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Las exigenoiaa de esta son aun mas absolutas quelas de salvar la propia 
vida. — ^Pero en semejantes oasos, siempre se entiende que el gobierno ba- 
br& de compensar el daSo causado. 

IBenJamin EUíot contra MéxicOy núm. ^^]. 

Un general no solo tiene el derecho sino también el deber de apoderar- 
se de las propiedades de sus mismos conciudadanos, si lo considera nooesa« 
rio para la salvación de su país. Pero esto se bace siempre en la inteligen- 
cia de que las requisiciones y los préstamos forzosos se abonar&n é indem- 
nLearán debidamente. 

[ Fállette Andersony Willíam Thompsofi contra México^ núm. SSS"], 

Las calamidades de la guerra, no por ser inevitables dejan de dar justo 
título é, quien las sufre para pedir reparación. 

[^Emilio Roherts contra México ^ núm, 5941. 

El gobierno de México no es responsable por la destrucción de la pro- 
piedad causada por el enemigo durante el sitio de una población cuando jio 
hubiere complicidad por su parte; y tampoco lo es por la propiedad destrui- 
da necesaria 6 accidentalmente por el mismo gobierno al hacer fuego con- 
tra un enemigo. 

Para que el gobierno sea responsable, es necesario que la propiedad se 
haya tomado por su autoridad para ser usada contra el enemigo (por ejem- 
plo para ayudar en el ataque 6 hacer buena la defensa) 6 que haya sido 
destruida 6 tomada para impedir que el enemigo la use. 

[Herederos de Jolm P. Pnsegnat contra México ^ núm. f^J^. 

£1 gobierno debe pagar por la propiedad legalmente tomada ó destruida 
para el uso público por las autoridades civiles ó militares. 

[Sereckroi de John P. Fiísegnat contra México^ núm. 24^. 

Los caballos, carros, &c, tomados por las fuerzas del gobierno para usar- 
los contra el enemigo, 6 en el servicio público en general, deben ser paga- 
dos aunque solo se haya tenido la intención de hacer un uso temporal*y 
unque hayan sido destruidos 6 capturados por el enemigo. 

Lo que da derecho al dueño á ser pagado, es la toma ó captura de la 
propiedad privada para el uso público, y la circunstancia de su pérdida 6 
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d66traooion miéntnuí estuvo empleada en ese x^bo, sea que la cause el ene. 
migo ó el gobierno mbmo. 

[^Herederos de John P* Pngefftiat contra México^ núm, 24']. 

La confiscación de los efectos del redamante y la exacción de los prés- 
tamos forzosos hechos por el general Escobedo, aunqne fueran muy natu- 
rales en las circunstancias én que ese general las hizo, fueron ilegales, y 
México debe concedes la correspondiente indemnización. 

[Lorenzo Castro contra México ^núm, 124]* 



El decreto declarando una plaza en estado de sitio y paralizando el ce- 
mercio, es una medida de necesidad militar, justificada por el derecho y 
los usos de la guerra. Por la sola exbtencia de esta cesa de ser permitido 
el tráfico y comunicación entre beligerantes. No se puede negar tal dere- 
cho & un gobierno que trata de sostenerse contra insurgentes armados. 

[James H, Langstroüt contra México núm. OS"]. 

Todo lo que posee un ejército que se retira, pertenece condicionalmente 
y en espectativa al enemigo que lo persigue. 

[Mark Schaven contra México, núm. lOC], 

El procedimiento que tiene por objeto asegurar la persona del presunto 
delincuente en anticipación de la demanda do extradición, está prescrito 
por la razón natural, ha sido aprobado por autoridad tan respetable como 
U suprema corte de los Estados-Unidos. [Inre JSáyne XIV. Eoward's 
JSsp], y formalmente establecido por las leyes del mismo país, (Ley de 12 
de Agosto de 1848. Statutes at Large) para el exacto cumplimiento de 
los tratados. 

[James HtU, sénior, vs. México, núm. 377 "]. 

La fidta de un pasaporte no hace reo de «violación criminal de las leyes >». 
Los pasaportes son asunto de mera policía; La falta puede dar lugar á un 
arresto que será legal, siempre que se ejecute en el orden prescrito por la 
ley. 

[Abel H. Hasted contra México, núm, 18]. 
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En derecho la mayor parte de los arresioB se liacen por sospechas, y cod 
el fin de averignar si las mismas son 6 no fundadas. La prisión verificada 
por sospechas, cuando & ella se sigue una declaración de que eran inñinda- 
das, no constituye lo que se llama en derecho «r prisión injusta». 

[ Oeorge W» Mcrton contra México, núm. 4461* 

Un empleado ó persona que ejerce autoridad pública representa pro 
latvio á 9u gobierno^ el cual en un sentido internacioiuil no es otra cosa que 
la reunión de todos los empleados y personas que ejercen el poder. 

[ Isaac Mores contra México^ núm. ÍP7]. 

Dorris pudo ser asesiDado por soldados que vestian el uniforme; pero á 
pesar de eso, su muerte no dejaría de ser un delito privado. Si el gobierno 
de México nada hizo para perseguir criminalmente & los autores de ese 
crimen, no por eso el caso es de la competencia de la comisión. 

[Anderson Dorris contra México^ núm, 6951. 

Trat&ndose de poner en claro una culpa, sea para castigarla, sea para 
reparar el daño causado, no debe esto hacerse mas que por medio de au- 
toridades judiciales y con procedimientos que podrán variar en sus formas, 
pero que han de garantizar y hacer efectivo el derecho de defensa. 

Guando no se dio & la parte la oportunidad de hacer plenamente su de- 
fensa, haciéndosele saber los cargos que se le hacian y las pruebas qtie los 
apoyaban, y mandándole que contestase & ellos y produjese sus pruebas: 
cuando el procedimiento es diminuto en parte tan esencial, no se puede 
decir que se ha administrado justicia: y aun en el supuesto de que alebrar 
asi se hubiese hecho exacta aplicación del derecho local, un caso semejante 
formarla UDa justa excepción al principio de que los juicios terminados 
conforme á la ley civil de un país, no son reclamables en favor de subditos 
ó ciudadanos extranjeros. 

Por otra parte, no se extiende el principio de la inviolabilidad de los 
juicios locales á aquellos casos en que los tribunales de un país adminis- 
tran el derecho común de las naciones, eii lugar del derecho local; por el 
contrario, en casos tales, la nación á que pertenece la parte condenada, 
puede examinar la aplicación que se ha hecho de una ley internacional, y 
reclamar contra el error que en esto se haya cometido; por eso es tan fre- 
cuente la reclamación contra las decisiones de los tribunales de presas y 
de almirantazgo, especialmente cuando el poder judicial se ha ejercido in 

* Decisión del arbitro. 



41 

inviittmf 6 sea contra una persona que no fué voluntariamente á colocarse 
bajo la jurisdicción de la autoridad local, y hallándose sometida á esta per- 
petró el hecho porque se le juzga. No puede presentar ese carácter nin- 
gún suceso acontecido en alta mar» ñiera, por consiguiente, del poder local 
de todas las naciones. Si estas han admitido tácitamente la regla de que la 
posterior arribada al territorio de un país, prorogue la jurisdicción de sus 
autoridades al caso originado en el mar libre, ha sido por supuesto bajo la 
inteligencia de que al juzgarlo se haga aplicación del derecho marítimo 
que á todas pertenece en común, j que se encuentra solo en la costumbre 
generalmente recibida y comprobada con las decisiones conformes de los 
tribunales de los países civilizados. 

[Jb8q>h SmM et alj dueños de la goleta J*. J. Day^ vs. MéxicOj número 

mi 

Aquellos hombres (los voluntarios téjanos que incendiaron el pueblo de 
Piedras Negras, &c.), habiafí violado las leyes de neutralidad, y bajo los 
cañones americanos se verificó la violación. Los invasores se atrevieron á 
permanecer en el suelo mexicano, y á quemar y á saquear. El deber de las 
autoridades americanas era, por lo menos, aprehenderlos en el momento en 
que regresaron, como delincuentes cogidos infraganti^ que hablan violado 
á la vista de las tropas americanas las leyes de los Estados-Unidos. Los 
delincuentes se escaparon, las autoridades no dieron paso alguno para cas- 
tigarlos y vindicar las leyes. Lejos de eso, el gobernador de Tejas y el 
secretario de Estado de los Estados-Unidos, aplaudieron y justificaron el 
hooho. El Congreso de los Estados-Unidos votó una suma para pagar á 
dichos voluntarios En vista de esto, somos de opinión que los Esta- 
dos-Unidos deben indemnizar á los infelices perjudicados por los volun- 
tarios. 

[Pedro TawM et al v$. the United States^ núm, 679^ 

En el hecho de cumplir con las leyes del país, y hacer que se ejecuten, 
empleando para ello los medios y las formas legales, no se causa agravio 
al extranjero, ni hacen otra cosa las autoridades que cumplir con su deber. 

lOharles D. Gibhs v$. México^ núm, IS^"]. 

El hecho de averiguar el carácter de algunas mercancías por medio de 
procedimientos judiciales practicados con legalidad é imparcialidad, no cons- 
tituye un caso de injusticia, ni causa agravio. 

IJohn Clark vt. MéodcOj núm, 11SÍ\, 

6 
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Siemi^re estaremos dispuestos á gaardar muchas consideraciones 4 los 
actos legales de todas las corporaciones públicas, &c., cuando hayan sido 
dictados por nn espíritu de ilustración y justicia^ y ninguno de loa comi> 
sionados tiene la- mente de contradecir las disposiciones que hubiesen dado 
de esa manera, & no ser que haya una prueba clara y fehaciente de que 
ueditf opresión, error, fraude, preocupación 6 injusticia. 

[John S. Cripp$ contra México^ núm, i7ff\. 

El registro hecho de la persona del reclamante, al salir del territorio 
mexicano, es una medida autorizada por la ley fiscal, como indispensable 
para llevarla á efecto. Si no se emplea yiolencia 6 mal tratamiento que 
coiistituya abuso de esa facultad, no hay derecho de reclamar. 

{Jamet N. Langstroth contra México ^ núm, 6(^. 

Cada gobierno ha dado 6<pecúi¿^ protección á todos los que tenían dere- 
cho de pedírsela; desde el momento en que ha hecho todo lo que pedia 
para que -se cumpliesen y ejecutasen sus leyes, reprimir y castigar la vio- 
lencia, y dominar por la fuerza pública las rebeliones armadas. 

[Salvador Prats v«. ihe United States^ núm. 7^. 



DAffOS CAUSADOS POR EL ENEMIGO. 

¿Son responsables los Estados-Unidos, de los daños causados en la últi- 
ma guerra civil y dentro del radio mismo de la lucha, por las fuerzas ar- 
madas de los sedicientes Estados Confederados, en la persona y bienes de 
loa extranjeros transeúntes 6 residentes en el expresado territorio? Nosotros 
no tenemos dificultad alguna en resolver esta cuestión nativamente. 

[Salvador Prats vs. the United States, núm. 748}. 

Los Estados-Unidos no estaban obligados á proteger las propiedades de 
los extranjeros dentro del país enemigo, defendiéndolo contra los mismos 
enemigos. 

£1 deber internacional de los Bstados-Unidos no se extiende mas allá 
de su territorio. 



^^ 
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La proieooion cesa oaando el que debe ser piotogido ae halla danko del 
territorio ocupado por el enenigOi y fuera, por oonaiguiente, de la juría- 
diooion del gobierno legítimo. 

Los extraujeroa que viven y ejercen el comercio en el territorio rebelde, 
lo hacen exponiéndose & las resultas. Y & la verdad^ el hecho de rendir 
y comerciar allí^ los constituye en enemigos^ en común con el reato do loa 
habitantes, pues contribuyen con su industria y actividad á procurar re- 
cursos al enemigo. 

[^Salvcidor I^ats vi. ihe United Stat^^núm. 74S}. 

Los extranjeros domiciliados en un país beligerante, deben participar, 
en unión de los ciudadanos del mismo país, de las fortunas y reveses de 
la guerra. 

[iír. Marcy (o Mr. Sarttgnes, Executive documents núm, 9. SS** Congren 
i" 9e$non SenaUj pages j^T]- 

Los que van á establecerse en un país extranjero, deben correr la mis- 
ma suerte que le toca correr & aquel país. 

ILard PcdmersUm, — Maman Parí Deb. O. S* Series vd, 146, pág. 37 
y 491 

Los residentes dentro del teatro de la guerra, no tienen derecho para 
pedir compensación de ninguna de las partes beligerantes, por razón de 
pérdidas que hubiesen sufrido, ó de los dafios y peijuicbs experimenta- 
dos.» 

[^Háman Parí. Deb. C, loco citaio]- 

La responsabilidad de un gobierno respecto de los extranjeros residen- 
tes ó transeúntes en el país rebelado, no se aumenta ni se disminuye, por- 
que el país á. que ellos pertenezcan haya concedido 6 negado á los rebeldes 
el reconocimiento como beligerantes. La responsabilidad resulta del hecho 
mismo de la beligerancia, no del reconocimiento. 

[^Salvador PraU contra los Bstadot^ Unidos ^ núm, 748'\. 

Desde que estalló la guerra entre Francia y México, y durante la conti- 
nuación del conflicto entre la Bepública y el llamado Imperio, nadie, bien 
fuese mexicano 6 extranjero domiciliado en México, fuera del territorio 
ocupado por los enemigos de la Bepública, podia tener comunicación con 
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esfcofly y muolio menos negocios de comeroio, á no ser qne se le hubiese 
otorgado el competente permiso. Todas las mercancías y efectos o(»npren* 
didos en ese tr&fícOi estaban sujetos & captura y confiscación; y en cuanto 
k los traficantes, quedaron también por ese hecho sujetos é, castigo. 

Esta prohibición es absoluta: y el tribunal supremo de los Estados-Uni- 
dos lo reconoció asi en el caso del Rapid (8 Ckanch 155). Así también lo 
sostiene Phillimore. 

Es un principio tan bien establecido, que no requiere demostración. 

[Mafia Biencourt vs. México, núm. 355^. 

£1 algodón del reclamante salió de las líneas enemigas (los imperialis- 
tas); y no se puede pretender que tenia derecho para pasar las líneas del 
otro beligerante sin su permiso. ¿Es permitido comerciar ad Kbitum entre 
territorios enemigos contra la voluntad de los beligerantes? No entende- 
mos de ese modo los derechos neutrales. 

[_Mores Moke contra México, núm. 84^"], 

Es un error inexcusable suponer que los extranjeros que residían en 
México, durante la guerra con Francia, y que habitaban dentro de las lí- 
neas de loe franceses, tenían derecho á hacer uso de la fuerza para comer- 
ciar en territorio mexicano, aprovechándose de la ayuda y colocándose bajo 
la escolta de fuerzas militares francesas. Tal comercio era ilícito, y á to- 
das luces hostil; y los que en él se ocupaban eran enemigos del beligerante 
opositor, quien podia legalmente hacerlo cesar por la ñierza de las armas, 
destruyendo los efectos del tráfico, ó tomándolo como botiá adquirido en 
el campo de batalla. 

[^Torrey Lahourdette contra México^ núm. 749']. 

Hallándose México y Francia en guerra, todo lo que se hiciera por las 
fuerzas francesas en el territorio ó en las aguas de México, tenia para esta 
Bepública el carácter de hechos del enemigo, que no estaba en su mano 
evitar ni castigar, y que por lo mismo no le pueden acarrear responsabi- 
lidad. 

[^George T, Ktiackevs. México, núm. 44^* 

El régimen de Maximiliano no constituyó en México un gobierno de 
/acto: y la Bepública Mexicana no puede responder de los hechos del lla- 
mado Imperio. 

[Jokn Á. Baxter et al vi. México, núm. 116], 
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La Bepüblioa Mexicana no es responsable de los perjaioíos causados por 
las antoridades del llamado Imperio de México. 

[Matthew Starr y Jacob MerrtH vs. México, núm, 516, — Charles J. 
Janseu vs. México, núm, <9Í]. 

No podemos conceder qne los extranjeros que se dedicaban al comercio 
en México, durante la guerra de la intervención, tuvieran derecho ábaccr 
transitar» por el territorio mexicano sus efectos que sacaban de puntos ocu- 
pados por el enemigo. El que se hubieran pagado derechos al enemigo, no 
podria autorizar semejante tráfico. 

[i>, 2>. Brainard y compañía contra México^ núm. 67Sf]. 

La tentativa de Maximiliano para fundar un gobierno en México, nun- 
ca llegó & constituir un gobierno de /acto de aquel país. 

[^Dresch y Becher contra México^ núm, 7T], 

La República Mexicana no es responsable á los Estados-Unidos, por los 
actos de las autoridades del llamado Imperio. 

[Henry Kastan contra'' México, núm, 164, — Charles Moorehead vs, Mé- 
xico, núm. 318]. 

México no es responsable ante los Estados-Unidos, por injurias causa- 
das por las autoridades de Miramon. 

ISimon é Isidoro Lara contra México, núm, 170], 

Los Estados-Unidos reconocieron el gobierno del presidente Juárez; y 
nosotros, en vista de ese hecho y de los otros rasgos característicos de aque- 
lla lucha, de nin^na manera podemos admitir que Miramon poseyese la 
soberanía del país. La Bepública no es responsable por los hechos de las 
autoridades de Miramon, en el mes de Junio de 1860. 

[ WiHiam MiUer contra México, núm, 53, — Edgard KelUr contra Méxi- 
co, núm. 94]- 

Es imposible considerar & las fuerzas rebeladas contra el gobierno reco- 
nocido, como un gobierno de /acto. Los pronunciados no son mas quebeli- 
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garanten. £1 gobierno reconocido no puede responder de IO0 heohos de sus 
enemigos. 

[^George Ganier vs, México^ núm, S96. — Helena D, Chase contra Jíéxí- 
coj núm, 4O8. — Adolfo Fredertck Stoclcfeth vs. México, núm, 4,16,-^ W. 
Augusim Korappi y Heher Wood vs, México, núm. jfSS. — Andrew J, Sal- 
sey V9, México, núm, J^9,'^J, F, Poole y Loim Goldbaum vs. México^ 
núm, 4.66, — Samuel Foss et al vb, México, núm, 500. — J. M. Vincent vt, 
México, núm, 602, — N, B. Appel v$, México, núm,[506. — José Aüen vs, 
México, núm. 735, — Charles Frick vs. México, núm, 74f]' 

El general Mejía servia bajo las órdenes del llamado Imperio de Méxi- 
co; y la República no puede responder de los hecbos ejecutados por ese 
jefe. 

IW. B. Knox vs. México, wúnu 889"]^ 

La pretensión de fundar un derecbo, & reclamar contra una nación por 
auxilios prestados & los que ban peleado contra el gobierno existente en 
ella, ba sido examinada & la luz do la equidad j de los principios, por el 
tribunal supremo de los Estados-Unidos. — (Deacon vs, Oliver et al I4,. 
Howard pág. 10. — GHvs. Oliver et al 11. liotoard pág, 629. — W,Uim*s 
tmstee vs. Oliver et al 12. Howard pág. 111). 

[José S, CucúRu vs. México, núm. 779"], 

¿Puede bacerse cumplir un contrato celebrado con un beligerante, en 
contra del otro, cuando según la ley local, dicbo contrato importaba una 
violación de las leyes de neutralidad? Es seguro que los tribunales del país 
cuyas leyes fueron violadas, y cuyo deber es bacerlas respetar, fallar&n que 
el contrato es nulo. Pero los tribunales internacionales no ban considerado 
la cuestión bajo el mismo punto de vista, cuando la indemnización se pide 
contra el misTno heligerante con quien se hizo el contrato. 

(José S. CucuUu vs, México, núm. 779)^ 

Los tribunales de Inglaterra ban declarado que era « contrario al dere- 
cho internacional, que unas personas residentes en Inglaterra celebraran 
ciertas estipulaciones para conseguir dinero por vía de préstamo, con el fin 
de ayudar á los subditos de un Estado extranjero rebelados contra un go- 
bierno, con el que la Inglaterra mantenía relaciones de amistad, y que un 
contrato semejante no podía producir ninguna acción en derecho» Es de 
suma importancia que los oiudadaiios de los Estados-Unidos que se hallen 
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dispueetOB & auxiliar con su dinero ó con otros medios, las tentativas revo- 
Inoionarias contra los gobiernos con quienes los Estados-Unidos se hallan 
en paz, pesen bien en su ánimo estas expresiones, &o. 

{Jote B, OucuHu vs. MéxicOf núm, 779). 

Para constituir un gobierno de fació se necesita que haya la obediencia 
habitual ed los miembros de la sociedad, 6 de una mayoría de ellos. 

(Jos^ S. Oucuüu V8. Jiéxico, núm. 779). 

Hemos tenido ocasión de decidir en varios casos, que México no puede 
ser responsable de loe hechos de sus enemigos, ni de los actos de las per- 
sonas que fungían como autoridadeá bajo la protección de aquellos ene- 
migos. 

(Henry Peeler contra México^ núm. 84S), 

No puede haber mas que un poder soberano en una comunidad política. 

{CTíristían SchuUz contra México^ núm. 415). 

El derecho de la guerra y todo el derecho internacional, prohiben que 
se obligue á la Bepública de México & pagar lo que se prestó á sus ene- 
migos para hacerle la guerra. 

{F. W. Stilckk contra Méxko^ núm. 901). 



DAÑOS INDIRECTOS. 

Uno de los requisitos para redamación de perjuicios indirectos, es que 
debe haber un acto evidente de injusticia, cuyos efectos impidiesen la per- 
cepción directa y acostumbrada de las ganancias, de una manera legal 6 el 
provecho evidente & favor do la persona injuriada, 6 el provecho de una 
empresa juiciosamente establecida, con arreglo & la costumbre y al orden 
general de los negocios. Un simple proyecto de especulación, por probable 
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que fuese bu buei resultado no puede entrar en el oáloulo de loe perjoioios 
indirectos.'*' 

[^Francü W. Rice contra México, núm. 7]. 

El derecbo condede raras veces y con repugnancia esas ganancias even- 
tuales cuya realización fué impedida, que se comprenden bajo el término 
de daños emergentes, á no ser que haya una manifiesta justicia para con* 
cederlos. Casi nunca se conceden cuando provienen de una injuria causa- 
da por una autoridad que obra en el cumplimiento de un deber imprescin- 
dible; pero nunca cuando la autoridad causó esa injuria cumpliendo con el 
sagrixdo deber de defender y salvar & la patria. ** 

[Aaron Brooks contra MéxicOy núm. 898\ 



MICELÁNEA. 

Es demasiado sabido en derecho que los rios que sefialan límites con el 
oaráíCter de arcifinioi, cuando su corriente se separa de la línea divisoria 
que &ntes estaban marcando, deja de ser límite y pierde su oaráiCter de- 
marcatorio. La corriente no era mas que una demostración accidental del 
límite, y no se confunde con él sino cuando ella y él permanecen los mis 
moB. 

(Elj^uebh de San Ehcano contra México^ núm. 690), 

Lo único que puede exigirse de un gobierno es que cumpla la obligación 
que tiene todo pueblo de hacer cumplir las leyes, y de emplear el racional 
rigor, y la eficacia necesaria para impedir en lo posible la realixacion del 
mal; y en caso de no conseguirlo castigar & los culpables, imponerles las 
penas de la ley y obligarlos é, indemnizar á las personas agraviadas, ponien- 
do en ejercicio las acciones civiles que est&n establecidas en derecho. 

* Decisión del arbitro. 
*^ Deoision del árbito. 



49 

Solo en aquellos easos en que ha habido palpable violación del deber^ 
contra los principios del derecho internacional, 6 contra las estipulaciones 
de un tratado, procede á nuestro juicio la intenrencion diplomática, y que 
el negocio asuma la importancia y el carácter de un asunto nacional. 

Esto sentado^ no puede pretenderse que la Bepública de México tenga 
sin embargo que garantizar en todo tiempo y en todas circunstancias la se- 
guridad del ciudadano de los Estados-Unidos, residente dentro de sus con- 
fines. Lo mas que puede pretenderse, & nuestro juicio, cuando acontece el 
daño, no por la acción directa de las autoridades 6 por conni?encia suya en 
el mismo hecho, 6 cuando el mismo gobierno reconoce este como suyo y 
asume la responsabilidad, seria la ejecución del deber antedicho. 

iW.^ W. UüU vs. México, núm, 878). 

Los Estados-Unidos persiguieron, juzgaron y castigaron 4 los asesinos 
é hicieron entregar & sus herederos la parte que se pudo recobrar de los 
valores robados; y parece por lo mismo que llenaron la obligación de todo 
gobierno, que no es seguramente la de hacer de manera que no se cometan 
crímenes en el territorio que le está sometido, sino la de procurar por los 
medios que la legislación del pafs establezca, el castigo del delincuente y 
la reparación del dafio causado. Si es que en esto hubo alguna falta, no se 
percibe en el examen superficial y limitado que ha debido hacer la comí* 
sion de un caso en que apareciendo desde luego que no es de su competen- 
cia juzgar sobre lo principal, no ha investigado su fondo. 

{Melquíades y Josefa Chavez contra los Estados-Unidos, núm. I4I). 

Se halla establecido en el derecho internacional, y así se ha reconocido 
desde que se adquirió su completo desarrollo este ramo de la jurispruden- 
cia, que un cónsul no es un agente diplomático que goza de los privilegios 
á que tienen derecho los embajadoifes; pero por otra parte se reconoce tam- 
bién que debe tratárseles con respeto y consideración. ^ 

{Francisco W. Rice contra México, núm. 7). 



* D«cÍ8on del arbitro. 
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Caso número 74S, Reg. de los E. ü. 
Salvador Frats contra los Estados-Unidos. 

[Dkiámen del Sr, Pal€uno'], 

Sata es una reolamacion por el valor de ciertas balas de algodón destruidas 
por un oficial y Teinte hombres de la marina de los llamados Estados Confede» 
rados del Sur, durante la guerra & que di6 lugar el intento de separación por 
parte de ellos. 

Para determinar si ese hecho impone & los Estados-Unidos la obligación de 
indemnizar al reclamante, es necesario examinar si en algún sentido se puede 
comprender con la denominación de «iigurias por sus autoridades. » Daremos por 
supuesto que estas se constituyen, 6 por la Tioladon directa, y con un acto po- 
sitiTo, del derecho del injuriado, 6 por la omisión culpable de prestarse toda la 
protección necesaria para que otro no se perjudicase en sus intereses. 

Acción directa y agresiTa de las autoridades de los Estados-Unidos, es para 
mí eyidente que no la hubo en el presente caso, puesto que los autores del hecho 
que motira la reolamacion, no eran ni de hecho ni de derecho autoridades de los 
Estados-Vnidos, ni de alguno de los Estados de la Union. Para couTencerse de 
ello, basta reflexionar que los que pretendían ejercer autoridad en los Estados 
separatistas, estaban declarados rebeldes y traidores por las supremas autorida- 
des federales, y cualquiera que pudiera ser la cuestión sobre la legitimidad de 
tales declaraciones en el interior de los Estados-Unidos, no podría ella ponerse 
en duda por las naciones extranjeras, para quienes no podia ser dudosa la com- 
petencia con que hacían esa declaración el Congreso de la Union y el presidente 
de los Estados-Unidos, que desempeffaban de jure y defacto los supremos poderes 
de la Constitución. Asf, pues, el carácter de rebeldes que el hecho de su suble- 
Tacion contra tales poderes y la declaratoria explícita de estos imprimió en los 
confederados, era incontroTertible para las naciones extranjeras. Estas, por otra 



parte, no pudieron entrar al ex&men de la legitimidad que lai antoridadea de loe 
Estados separados deriyasen de la legislaoion looal de los mismos Estados, desde 
el momento que el Congreso j el presidente declaraban & los mismos Estados 
privados de su participación en la Union nacional, como enemigos suyos, hasta 
que la Tiotoria sobre ellos les quitase ese car&cter y les doTolTiera el de miem- 
bros de la gran Confederación. En el tiempo medio no han podido esos mismos 
Estados disfrutar del ser político que les da una Constituoion destruida por ellos 
hasta donde pudieron hacerlo, ni han podido tampoco formar una nacionalidad 
independiente que diese & sus actos en derecho internacional, una yalides sepa- 
rada de la que les concediese y garantisase la Constitución federal. En conse- 
cuencia, los indiyiduos que esos Estados llamaban sus autoridades, no han podi- 
do ser considerados ni obrar con ese carácter, al menos en asuntos que interesasen 
& las naciones extranjeras. 

En cuanto 6 la responsabilidad provenida de falta de protección eficaí y bas- 
tante, hay que considerar lo siguiente: 

Todo gobierno tiene el deber de proteger de una manera eficaz y suficiente para 
librar de da&o injusto, á todos los individuos que viven bajo su jurisdicción y al 
amparo de sus leyes. El derecho & tal protección no es menor en el residente ex- 
traigero que en el nacional, pero tampoco podría suponerse mayor, por unaraion 
muy sencilla. Reputar obligado & un gobierno & emplear medios mas eficaces y 
seguros para la defensa del extraigero que para la del nacional, seria suponer 
que no se halla en el deber de hacer todo lo que sea posible y legítimo en favor 
de sus propios subditos. En efecto, si algo se hace para la protección del extran- 
jero, que no se hace también para la del nacional, este último podrá con raxon 
qu^arse de que su gobierno tiene á su disposición medios de protección que omite 
emplear en favor de sus nacionales, y como deber de él sea no omitir ninguno 
practicable para tal fin, habremos de concluir que, 6 se pide en favor del extran- 
jero lo que no es practicable, 6 so omite en favor del nacional algo de lo practi- 
cable. Si el subdito tiene derecho á todo lo que se puede hacer en línea de pro- 
tección, nada queda con qué hacer mayor protección al extraigero. De aquí se 
deduce, que es equivocado inferir de la voz especial usada por los tratados para 
calificar la protección que se ha de dar al extranjero, que ella deba ser mas es- 
merada que la que se dé al nacional, puesto que tal inteligencia envuelve un 
absurdo 6 sea una imposibilidad legal. Aquella vos puede á lo mas tener un ca- 
rácter de superlativo, indicando que se pacta una protección tan perfecta que 
no fUera ya posible mejorarla; pero de ningún modo puede haberse intentado 
usarla como comparativo para establecer una distinción en favor del extraxgero 
-y en contra del nacional. 

Demos, pues, por asentado, que la obligación de protección en el caso, ya pro- 
venida del derecho internacional común, ya del convencional por el tratado, se 
extiende hasta donde sea posible que llegue. En tal supuesto, preguntaremos: 
¿cuál es el grado de diligencia 6 de cuidado que corresponde al desempeño de 
esa obligación? Muy obvia es la respuesta: la diligencia ha de ser tal que no sea 
practicable otra mayor, y que nada de lo que en el caso dado se pudo hacer, de- 
jara de hacerse para llenar la obligación. 

Ciertamente que este es el último límite de todas las obligaciones humanas, y 
que la mas estrecha é inviolable no se puede extender á mas; querer hacerlo se- 
ria pretender lo imposible, y los juristas han sido simplemente intérpretes del 
sentido común, cuando han sentado por máxima: ad imposHbüe memo tenetur No 
haremos mas que expresar esta verdad en términos mas cercanos á su aplica- 
ción práctica, si decimos que la mayor de las obligaciones se oomensura con la 
extensión de los medios que se pueden emplear para llenarla, y que quien usó 
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de todos los que tenia á sa diipoaioloii, eumpliÓ perfeOiamente con bu. debef 
Onalqniera que haya eido el reeultado material de bus esfaerios; pedirle algo mas, 
seria pretender que obrara uUrapoue, lo cual es conocidamente absurdo. 

Veamos, pues, cuáles son los medios que un gobierno puede emplear para pro- 
tejer & nacionales 7 extranjeros contra la Tiolencia que se intente en sus perso- 
nas 6 en sus cosas. 

£n el curso normal de la sociedad, el medio de obrar de los gobiernos contra 
las violencias injustas, está en la accien de los tribunales para el castigo de quie- 
nes las cometan; 7 aquel gobierno ba desempeñado completamente su deber en 
faTor de nacionales 7 extranjeros que ha procurado la aprehensión de los agre- 
sores 7 los ha entregado¡6 los tribunales, quienes á su Tez han hecho en ellos exac- 
ta aplicación délas le7es penales vigentes en el pafs, cualesquiera que ellas sean. 

Mas pongámonos en el caso de que los malhechores opongan á la autoridad 
una fueria física suficiente para frustrar los esfuerzos que se hagan para su per- 
secución 7 castigo; supongamos que los agentes ordinarios de la autoridad, al ir 
6 aprehender 6 los delincuentes, se hallan con que están defendidos por hombres 
armados; que si contra ellos se manda una compaQia, le opondrán un batallón; 
tí. se manda una brigada, le pondrán en frente una división; si va contra ellos un 
cuerpo de ejército, se verá al frente de otro cuerpo de ejército no menos nume- 
roso; ;qué le resta que hacer Í la autoridad para llenar su deber 7 sostener el 
imperio de la 107? Es claro que su único arbitrio es levantar toda la fuerza mili- 
tar necesaria para vencer la resistencia que se le opone; obtener de la represen- 
tación nacional los impuestos extraordinarios con que se han de hacer los gas- 
tos; llamar á su al rededor á todos los buenos ciudadanos para guiarlos á pelear 
contra los desobedientes, 7 declarar que estos son enemigos de la nación, pues 
con su desobediencia atacan la existencia moral 7 legal de ella. No ha7 duda en 
que todo esto que ha sido necesario hacer, ha creado una situación nueva 7 ha 
cambiado las relaciones 7 estado legal de algunas personas. Si entonces quere- 
mos llamar á las cosas por sus nombres, hallaremos que el estado normal de la 
sociedad, en que toda 107 es cumplida 7 todo funcionario público desempeSa sin 
obstáculo sus funciones, 7 que se llama estado de paz, se ha cambiado por el esta- 
do de guerra, que es aquel en que una nación se hace justicia por medio de las 
armas; hallaremos también, que los que empezaron por ser simplemente reos 7 
objeto de persecuciones judiciales, se han convertido en rebeldes, 7 tienen que ser 
tratados como enemigos de la nación, por las necesidades del caso; 7 existiendo 
de hecho é inevitablemente un estado de guerra, se tienen que medir por él las 
obligaciones del gobierno que lo sostiene, sin que se pueda desconocer aquel he- 
cho innegable, al determinar sus relaciones 7 sus responsabilidades. Que las otras 
naciones reconozcan 6 no ese estado, él existe sin duda; 7 ninguna declaración 
escrita, ninguna ficción legal podrá destruir este hecho palpable 7 positivo: ala 
nación persigue á los rebeldes por medio de sus ejércitos, porque no puede ha- 
cerlos venir ante sus tribunales. » 

Cuando las cosas han llegado á este punto, es un imposible de hecho, que la 
nación evite los dafios que los rebeldes intenten hacer á nacionales 7 extraxye- 
ros; 7 como no ha7 obligación de lo imposible, cesa la obligación, 7 con ella cesa 
la responsabilidad. Esta, en verdad, no se origina jamas sino donde existe algu- 
na culpa; 7 es cosa demasiado sabida, que no ha7 culpa en dejar de hacer lo que 
ha venido á ser imposible. La culpa se origina esencialmente en la voluntad; pero 
como la voluntad desaparece completamente ante la fuerza, cu7a acción no se 
puede impedir, es evidente que todo hecho ejecutado por fuerza, á la que no se 
pudo oponer ma70r resistencia que la que se opuso, sin lograr evitar su acción, 
no puedo envolver culpa, ni iiguria, ni responsabilidad. 
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Y no se exiraffe que hAblemoB de ñieria mayor impuesta ó, las naciones, j na- 
ciones poderosísimas; porque es muy posible que la que vence fácilmente en cuanto 
al resultado final, y tiene sobre su enemigo una superioridad incontestable, no 
haya podido ejercer esa superioridad en todos y cada uno de los hechos de la 
guerra, y acudir siempre y en todas partes al momento oportuno para evitar el 
dafio. 

Nadie ha oreido hasta ahora que los gobiernos tuviesen el deber de garantir & 
los ciudadanos de su propio país, de los daSo s 6 pérdidas que sufriesen por cau- 
sa de la guerra; y no es fácil percibir por qué aquello que no se considera debido 
al nacional, se habia de conceder al extranjero. Las naciones pueden y deben 
dar á los particulares seguridades contra los deli tos que están ciertas de poder 
evitar 6 castigar; pero ninguna ha tenido la tem cridad de consignar en su dere- 
cho público 6 en sus pactos internacionales la indemnidad de los perjuicios que 
cause el enemigo; y en cuanto á la propiedad con que se use de esta voz en las 
guerras civiles, basta decir que tal nombre es aplicable & todos aquellos contra 
quienes la nación para conservarse tiene que emplear la fuerza pública en pié 
de guerra. En nada cambia el estado de las cosas, el que las otras naciones reco- 
nozcan 6 dejen de reconocer en los rebeldes el carácter de beligerantes. Lasque 
lo hicieron, podrán con ello contraer deberes 6 responsabilidades, pero ninguna 
obligación nueva pueden imponer á los combatieiítes; mucho menos podrán cam- 
biar las relaciones de estos para con las potencias que se abstienen de tal reco- 
nocimiento. 

A este respecto, es visible la falacia del argumento que se ha tratado en este 
caso de hacer en favor del reclamante, con la circunstancia de que á Inglaterra 
que reconoció á los confederados surianos como beligerantes, el gobierno ameri- 
cano ha negado todo derecho de redamación que fuese incompatible con tal reco- 
nocimiento. Se ha querido de aquí concluir que si Inglaterra que reconoció álos 
rebeldes como beligerantes no puede reclamar, México que no hizo tal reconoci- 
miento sí tendrá derecho á hacer reclamaciones. Este argumento que los estu- 
diantes llaman á contrario aensu^ carece aquí de un requisito esencial; y es el de 
que la razón que se hace valer en uno de los miembros, sea la única existente; de 
tal modo que faltando ella falte por consecuencia forzosa la verdad de lo que se 
afirma. Si á la Gran Bretaüa se le negase el derecho de reclamar contra los actos 
de los confederados solamente porque los reconoció como beligerantes, seria legí- 
tima la consecuencia de que otra nación que no hubiese hecho el reconocimiento 
tendría por eso el derecho de reclamar. Mas no ftié así. Mr. Adams no dgo á 
Lord John Russell que solo por el reconocimiento de beligerancia estaba Inglater- 
ra impedida de reclamar; esa era una razón entre otras, y si se mencionó sola, 
fue tal vez porque para Inglaterra bastaba ella, sin que hubiese que agregar las 
demás, y presentaba la ventsja de formar un argumento ad hommem, que no son 
los diplomáticos los últimos en preferir con gusto particular. 

Ciertamente contra México no se puede emplear esa razón, pues que como bue- 
na amiga de los Estados-Unidos rehusó reconocer á los rebeldes como beligeran- 
tes; pero como no es tal reconocimiento la razón única para rechazar la reclama- 
ción, no porque tal reconocimiento no haya existido de parte de México hemos de 
inferir que los Estados-Unidos reportan una obligación que no le imponía el Es- 
tado de los hechos. 

La nación que hace una guerra, sea extranjera ó sea civil, procura por deber 
y por conveniencia, impedir todos los dafios que intente hacer el enemigo. Si en 
este respecto hace cuanto le permiten sus fuerzas y sus recursos, llena completa- 
mente sus obligaciones para propios y para extraSos. Los males que no taé posi- 
ble evitar son una calamidad de que no puede ser responsable; y no hay ni viso 
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de mon en pretender qne alguno, sea nación 6 sea individuo, esté obligado 6 ha- 
cer en faTor de otro mas dé lo que ba heeho por su propia defensa. Si la naoion 
no pudo entar el sufrir ella misxQ» pérdidas incalculables, claro es que no tuTo 
mayor posibilidad de eyitar las de los demás. Su deber era solo hacer la guerra 
lo mas corta y lo menos desastrosa posible; y si esto lo procuró con todos los me- 
dios & su alcance, no hay en ella culpa ni negligencia y por consiguiente no hay 
responsabilidad. 

Ese deber lo llenaron los Estados -unidos noble y dignamente; y la inmensa mag- 
nitud de sus esfuenos que todo el mundo conoce, e6t& demostrando que los bufri- 
mientes que ocasionara la gigantesca lucha, estaba fuera de la humana posibili- 
dad el evitarlos. 

Niega él reclamante que el acto de que se queja fuera acto de guerra por ene- 
migos de los Estados-Unidos, y lo presenta mas bien como delito cometido por 
*súbditos suyos en su jurisdicción. La consecuencia natural de este modo de ver el 
caso, seria que el agraviado habria debido dirigirse á los tribunales, proseguir en 
ellos todos sus recursos hasta haberlos agotado, y si después de esto no se le ha* 
bia hecho justicia, podría exigir la responsabilidad del país que se la denegaba. S i 
& esto se responde que no existían tribunales & quienes dirigirse 6 que su acción 
no tenia la necesaria eficacia contra los autores del delito, no se hará con ello mas 
que ministrar una prueba de que él estado del país era un estado de guerra, y la 
posición del gobierno con respecto á los rebeldes no era la de autoridades recono- 
cidas y obedecidas por eUos, con medios expeditos para perseguirlos y juzgarlos, 
sino mas bien un poder público que sostiene con las armas en la mano su existen- 
cia y prerogativas, y tiene que proceder contra los que violan las leyes no como 
contra reos de delito privado, sino como contra enemigos públicos. No es posible 
salir de este dilema: 6 existían tribunales con el poder efectivo para castigar 6 
los culpables, 6 no. Si lo primero, ante esos tribunales debió ocurrir el reclaman- 
te para que en ellos cumpliese la naoion americana con el deber de hacerle justi- 
cia. Si lo segundo, la existencia de delincuentes en un país contra quienes son im- 
potentes los tribunales y autoridades ordinarias, y contra quienes hay necesidad 
de emplear la fuena armada, es prueba conoluyente del estado de guerra y del 
consiguiente oar&cter de enemigos públicos que tenian los autores del atentado. 
Es posible sin duda qne aun existiendo los tribunales y siendo habitualmente po- 
sible su acción eficaz y regular hayan dejado sin embargo de castigar un delito; 
mas para que esa deficiencia llegue & comprometer la responsabilidad nacional y 
hacerse caso de reclamación por el gobierno del agraviado, se há de hacer cons* 
tar por este que empleados diligentemente todos los recursos legales, ha faltado 
la voluntad de hacerle justicia. 

No vale mas el argumento que hace él reclamante, apoyándose en una doctrina 
de Chitty muy respetable sin duda, pero sin aplicación al caso presente. Esa doc- 
trina es la de la obligación de indemnizar el que tiene que hacer algo en favor 
de otro cuando ha dejado de hacerlo, aunque haya sido por caso fortuito ó de 
fuerza mayor. 

La exposición completa de tal doctrina nos llevaría Á buscar su origen en el de- 
recho romano con aplicación & los contratos strietifuriSf la extensión que le dieron 
los pretores á los bonos fidei tf prccscrtpiU verhis^ su introducción al derecho común 
primero y luego á la jurisprudencia de los tribunales de equidad. Mas no se ne- 
cesita recurrir & tan dilatada exegésis para hacer notar que esa doctrina de in- 
demnización tiene por antecedente y supuesto necesario la no ejecución de una 
obligación especifica, de hecho concreto y nominalmente prometido. Guanta dife- 
rencia hay entre las obligaciones de esa clase y las que se derivan solo de un 
principio de usticia indeterminado en su extensión, susceptible de infinita vario- 
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dad en los casos de sa aplicación, de una inmensa latitud en sa interpretacioAt y 
de una muy amplia discreción en la elección de los medios para liaoerlo efeotiye, 
puede conocerlo cualquier jurista; mas para sL propósito actual basta ^ar la 
atenoion en la razón con que dicha doctrina se apoya. Si ella deniega la irespon- 
sabilidad del promitente por el caso fortuito, lo hace por el descuido del obligado 
en no cualificar su obligación con la espresa ezepcion de esos casos. Tal descui. 
do solo puede existir en casos en que se ha hecho un pacto expreso; y qne el ob- 
jeto del pacto es de ejecución especifica, cuyos limites y condiciones está en mane 
del promitente señalar. Pero los deberes generales y cuyo cumplimiento se pue- 
de exigir en mil casos impreyistos, tienen por limites los que les marca su misma 
naturaleza y las razones de justicia univorsal; de esa clase es el deber general de 
protección por un gobierno Á nacionales y extranjeros. Su limitación por medio 
de un pacto para que no se exigiese en los casos fortuitos 6 de fuerza mayor, sola- 
mente podría considerarse necesaria cuando se hubiesen prometido hechos deter-* 
minados, porque solé quien ofrece estos puede tener la elección de no yerificarlo 
y de preferir el pago de la indemnización en su defecto. 

La no responsabilidad de los gobiernos por los dafios que causen los rebeldes 
6 reYolucionarios en guerra civil, tiene en su favor las opiniones y resoluciones 
de eminentes hombres de Estado. 

El gobierno inglés, que no suele ser la mejor guia en el derecho internacional, 
cuando trata de hacer valer los derechos de sus subditos, se ha expuesto varias 
veces á la fuerte censura de la opinión en su propio pais y de otros gabinetes, 
por empeñarse en exigir indemnizaciones de perjuicios ocasionados en la guerra 
civil en otros países. 

Muy conocido es el caso do D. Pacífico, en que la Gran Bretaña obligó al go- 
bierno griego & la indemnización de daños causados en un motin que ese mismo 
gobierno combatió y logró al fin sofocar. Grecia, incapaz por su debilidad, de 
resistir con las armas, se sigetó & las exacciones del gabinete inglés, no sin pro- 
testar que cedía solo á la ílierza, bien persuadida de que se le hacia una gran 
injusticia. Esa misma opinión manifestó & su gobierno el enviado francés Barón 
de Gres, y con suma dureza la expresó al mismo gobierno inglés el gabinete de 
San Petersburgo. Ambas cámaras inglesas reprobaron la conducta del ministe- 
rio, que se vio precisado á retirarse. 

En otra ocasión semejante, reclamando Inglaterra del gobierno imperial de 
Austria, indemnización de perjuicios que sus ciudadanos habían sufrido en re- 
vueltas ocurridas en Florencia y Ñápeles, se acordó sujetar la cuestión al arbi- 
trage del czar de Rusia, quien impuesto de la cuestión, rehusó aceptar el arbitrage 
porque eso solo, dijo, podria dar á entender que habia algún motivo de dudar en 
el caso, cuando era clarísimo que Inglaterra carecía de todo derecho. Pocas ve- 
ces, sin duda, habrá salido de boca de un soberano tan dura condenación de las 
pretensiones de otro con quien no se halla en guerra. 

El gobierno americano ha tenido también ocasión de resolver esta cuestión. 
En un tumulto ocurrido en Nueva-Orleans en 1851, por la exaltación que prodiyo 
la noticia del fusilamiento de varíes americanos en la isla de Cuba, algunos sub- 
ditos españoles sufrieron insultos y perjuicios. Hecha la reclamación por el go- 
bierno de España, el secretario de Estado americano, el ilustre Daniel Webster, 
al tiempo mismo que manifestó lo que su gobierno sentía lo ocurrido y ofreció 
procurar el castigo de los culpables, declinó terminantemente toda responsabili- 
dad por los hechos de los revoltosos, y negó toda indemnización. El gobierno es- 
pañol se declaró completamente satisfecho. 

Junto á estos precedentes, causa pena notar que el reclamante cite en apoyo 
de flu pretensión la conducta de Inglaterra, Francia y España» al formar la cele- 
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bre oonTencion tripartita de Londres, en Octubre de 1861, para reclamar en co- 
man indenmiíacion de los perjoioios que se alegaba hablan soírido en México los 
subditos de aquellas potencias en las guerras clTÜes. Todo el mundo sabe hoy 
las miras que encubría aquel mal escogido pretexto, y cómo abortó la empresa. 
Por lo demás, es bien de extrañarse que tal precedente sea invocado por un me- 
xicano, y en una reclamación que se reputa hecha ¿ nombre del gobierno mismo 
que se consideró atrozmente ultrajado con la conducta & que se ha aludido. 

El que antecede, es mi modo de ver en este negocio, y él me induce & concurrir 
en la opinión de mi estimable colega, sobre no ser admisible ante esta comisión 
la reclamación que ha hecho D. Salvador Prats contra los Estados-Unidos* 



NUMERO 33. 

LTCIEN MATTHIEW GOITTBA MÉXICO. 

El reclamante es ciudadano de los Estados-Unidos por nacimiento, y se 
trasladó á México en 1844 invitado por las autoridades mexicanas para 
trabajar como albañil en el castillo de San Juan de Ulüa. 

Continuó residiendo en ese país con cartas de seguridad, siguió traba- 
jando en su oficio observando una conducta irreprensible y manejándose 
con honradez. Es de descendencia africana. 

Se pasó & Minatitlan, y allí tuvo la desgracia de atraerse «la vengansa)i 
do un tal Andrés Morin, y acusado por éste el 23 de Enero de 1855, fué 
arrestado, reducido y detenido en prisión basta el 3 de Mayo siguiente 
en que se le puso en libertad bajo su palabra, y desde entonces, según pa** 
rece, ya no se le volvió & molestar. 

El cargo que se le hizo fué de baberse expresado mal de «nuestras auto« 
ridades. » En la secuela do los procedimientos que se siguieron contra él, 
hizo la confesión de haber dicho que no babia tratado con gente de tan 
mala fé, como la de por aquí. Así fué como este hombre humilde sufrió 
una prisión de 102 dias por una frivola acusación provenida de una ven- 
ganza particular. 

Su Alteza Serenísima ejercía su poder autoorático en México en esta 
época y estaba formando las páginas mas deplorables de su historia. Sus 
subordinados, débiles j malvados, creyeron siu duda que era una ofensa 
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graye el hablar mal de este alto fonoionario, 6 de una manera que lastima* 
ra BU grandeza. 

Después de muchas dilaciones, durante las cuales el hombre fué deteni- 
do en prisión sin piedad, un juez dio una sentencia en que declaró que 
Lucien, al expresar las palabras que confesó haber omitido, ahabia cometido 
una ofensa contra los habitantes de esta capital, » pero que ya habia sido 
suficientemente castigado con la prisión sufrida, y en tal yirtud se le ponía 
en libertad bajo fianza. El hombre se negó & dar la fianza y el juez lo puso 
en libertad bajo su palabra, resuelto & tener siempre en sujeción & un de- 
lincuente tan grave.' 

Besulta claramente de estos procedimientos, que los empleados de Mina- 
titlan, dguiendo el ejemplo que les daba el usurpador en la capital, no res- 
petaban los derechos del pueblo sobre quien ejercían su autoridad, ó que 
poco sabían acerca del valor de esa libertad, cuyo Hombre hablan tomado 
en vano tantas veces. 

¿Qué utilidad pedia resultar de los sacrificios que hicieron los mexica. 
nos por los derechos del pueblo, ó por el gobierno republicano, si todos ha- 
bían de dar por resultado que la libertad individual venia á depender del 
mando arbitrario de un empleado cruel é insolente «revestido con una po* 
ca de autoridad?» 

Tal vez una parte de la injusticia que se cometió con Luoien MatUiiew, 
puede atribuirse á que las autoridades de su propio'país conculcaban sus 
derechos. 

Mr. Oadsden, ministro americano en México, con fecha 28 de Junio de 
1854, expidió su carta circular & los cónsules de los Estados-Unidos que 
tenían exequátur del gobierno mexicano, reprobándoles que hasta entonces 
hubieran reconocido & las personas de descendencia africana nacidas en los 
Estados-Unidos, como ciudadanos de cate país, dándoles la protección que 
su gobierno imparte á ese carácter y prohibiéndolo expresamente para lo 
sucesivo porque, como dice, <ren esta legación no pueden ser reconocidos 
como ciudadanos do los Estados-Unidos. » 

El objeto que turo esa circular fué negar la protección de los Estados- 
Unidos á todas las personas de procedencia africana sin distinción, nacidas 
en este país, y así lo expresa terminantemente. Así quedaban abandona- 
dos millares do ciudadanos libres de los Estados-Unidos, y muchos mari« 
ñeros de sus buques mercantes, á la merced de su Alteza Serenísima, si 
aquellos llegaban al alcance de su poder. 

Semejante documento era muy á propósito para alentar á los ignorante» 
ó corrompidos empleados mexicanos, á oprimir á los americanos que se 
encontraban en la condición de Matthiew. Probablemente influyó 'mucha 
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en este atropellunienio arbitrario & los derechos del reolamanie; pues aun- 
que el oÓDBul americano en MinatiÜan, tom<S desde luego la defensa de 
MatÜiiew, las autoridades de allí le negaron el derecho de iDierYenir, y 
trataron sus representaciones con manifiesta insolencia. 

Este cónsul comunicó las circunstancias del asunto y la conducta que en 
él habia observado, á Mr. Gadsden el 12 de Febrero; pero este no le con- 
testó hasta pasado un mes, cuando recibió otro despacho del mismo cón- 
sul en que le induia la carta que con fecha 18 de 1855 escribió Mr. 
Marcy & Mr. Barry, cónsul de los Estados-Unidos en Matamoros. 

Aunque Mr. Gadsden no participaba de las ideas que Mr. Marcy ex- 
presaba en su carta respecto al tratamiento que se debia dar & las personas 
de descendencia africana, nacidas en los Estados-Unidos y residentes en 
México, recibiéndolas, sin embargo, como instrucciones que daba el secre- 
tario de Estado americano, se resolvió & sostener al cónsul. 

Somete las opiniones que habia manifestado en su « circular,» & la de 
Mr. Marcy, en loa siguientes graciosos términos: «Sin embargo, como Mr. 
Marcy participa de otra opinión, podremos tener un nuevo caso de Kos- 
ter en un Luciano Mateo por sostener al secretario.» (Doo. 25). 

Sin embargo, Mr. Marcy vaciló en vista de «ciertos precedentes judi- 
ciales muy respetables» de su propio país; y hallándose bajo la presión de 
las creencias políticas que eran comunes y muy poderosas en esa época, 
que tenian un carácter meramente doméstico, y se referían auna «institu- 
ción doméstica,» no tomó aquella actitud arrogante y prominente que hace 
tan notable el easo de Eoster. 

En vista del caso Dred Scott vs, Sandfordy Mr. Marcy se vio obligado 
á decir á Mr. Barry, hablando de las personas de « extracción africana, » que 
«él creia que fuera de la jurisdicción de este gobierno, no se podria con- 
siderar que disfrutaban de los derechos de ciudadanos en toda su plenitud. » 

No sabemos lo que justamente significan esas palabras; pero no hallán- 
dose enteramente de acuerdo con la circular de Mr. Gadsden respecto á 
tales personas, dice Mr. Marcy: «By the laws of several States, they are 
citizens thereof. Should they engage in foreign commerce, for instance, 
the United States would interpose in their behalf if unjustly deprived of 
¿heir property or if their personal rights were infringed: If such persona 
who are firee, a faot which you should be careful to ascertain and of res- 
pectable oharacier should apply io you for protection, they should be enti- 
tled to your assistanco. Though you could not certify that they were 
citizens of the United States, you could and &rthink you should certify, 
if satisfied of its truth, that they were born in the United States, are íree 
and that the government thereof would regard it to be its du ty to pro- 
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¿eot tHem if wronged by a foreign government while wiihin it0 jorisdio- 
ti on for á legal and proper parpóse. » 

Es evidente que el águila americana, al conducir este mensaje tímido y 
vacilante á las naciones extranjeras, estaba poseída del miedo de alguien 
6 de algo, ja en su patria 6 ja en el extranjero, j no levantaba la cabesa 
con tanto orgullo como cuando el capitán Ingrahám preparaba su buque 
para entrar en acción en el puerto de Esmima. 

Sin embargo, era singular la circunstancia de que en México esa per- 
sona debia ser libre. Mr. Marcj difícilmente sostendría que una persona 
de procodcncia africana «obligada al servicio » (held to service) en los 
Estados-Unidos, escapándose á México, no fuera libre. Por otra parte, su 
débil auxilio solo debia concederse á los ciudadanos de algunos de los Es- 
tados dedicados al comercio extranjero, con lo que probablemente quiso 
designar á los marineros de los buques mercantes de loe Estados-Unidos; 
todas las demás personas de esa clase desgraciada de americanos por naci- 
miento; quedaban abandonadas á su propia suerte, sin tener en cuenta su 
prístina condiciba en los Estados-Unidos. 

Como Lucien Mattbiew era originario de la Luisiana, de donde salió 
para México, era albañil j no estaba dedicado al comercio extranjero, no 
pertenecía á la clase descrita en la carta de Mr. Marcj & Mr. Barrj, su- 
puesto que la Luisiana no era de los Estados que reconocian la ciudadanía 
del hombre de color. Honra muclio á Mr. G-adsden el que se hubiera ple- 
gado en este caso con tanta facilidad á las opiniones de Mr. Marcj, su- 
puesto que es evidente que Matthiew no estaba comprendido en la clasifi- 
cación del secretario. 

Para resolver el derecho que tiene el reclamante á invocar la naciona- 
lidad americana, puede ser conducente exponer la conducta que ha obser- 
vado México sobre la cuestión de la esclavitud. Me refiero 4 México, no 
como provincia española, sino como Estado amerioano. 

El soberano Congreso, por un decreto de 13 de Julio de 1824, prohibid 
la introducción de esclavos al país, y declaró que estos serian libres lu^ 
que pisasen el suelo mexicano. 

El 15 de Setiembre de 1829, D. Guadalupe Victoria, en términos dig- 
nos de él, expidió un decreto del ejecutivo aboliendo la esclavitud en toda 
la Eepública Mexicana. Este no es el menor de los actos de un hombre 
que por su valor, su perseverancia j patriotismo, merece con justicia oolo- 
carse entre los hombres mejores de los mejores países, en los mejovea aiglos 
del mundo (should justlj rank with the best mea of the best land in lího 
best ages of the world). Sin embargo, no podemos darla el mérito princi- 
pal por este acto de acatamiento á lo que él llama los derechos sagrados 
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de una parte del pueblo mezioanOi pnee que fué una inspiración qne ha* 
bia recibido de su jefe Morelos, de ese hombre notable que resalta en pri- 
mer término entre una multitud de héroes, y que coronó su vida, liona de 
grandes acciones, con una muerte sublime. 

El 5 de Octubre de 1813, Morelos sancionó el decreto que le da el mé- 
rito de ser el primer operario en la obra de la emancipación. Ese decreto 
abolió la esclavitud y la distinción de las castas, dando ú, los naturales de 
los pueblos y comunidades la libertad en las elecciones. 

Agregamos & esta opinión una copia de ese noble documento, sacada de 
un fiiesímil del original Era digno de tener un lugar en los archiyos 
de esta comisión. 

Al decreto de 15 de Setiembre de 1829, se siguió otra disposición con 
fecha 5 de Abril de 1837, dada con el fin de acabar de borrar en la repú- 
blica la mancha de la esclavitud; y en virtud de la Constitución de 1857, 
se proclamó la libertad de todas las personas nacidas en la Eepública, ó 
que emigraran á ella (tít. I, sección 1?, art. 12), y para asegurarla se co- 
locó la urna electoral en sus manos. 

Por lo mismo, al resolver acerca del derecho del reclamante, & la nacio- 
nalidad del país de su nacimiento, no hemos tropezado con dificultad algu- 
na en cuanto á las tradiciones ó leyes mexicanas; ni el actual gobierno 
liberal de ese país ha objetado al título que ahora le da el gobierno de los 

Estados-Unidos. 

« 

Ambos comisionados tienen la opinión de que Lucien Matthiew era eiu" 
dadano de los Estados-Unidos, según la mente del tratado, con tanto dere- 
cho & la protección de su país contra los que lo agraviaron en Minatitlan 
en el afio de 1855, como el mismo ministro de los Estados-Unidos. 

El nacimiento en los Estados-Unidos del Norte ó en México, de padres 
que tienen el «car&cter nacional j» (under the liegianse) (como lo refiere 
Coke en el caso de Caloin) del país de su nacimiento, constituye al indi- 
viduo ciudadaiio según la mente de la convención. 

Mr. Marcy habla del deber que tienen los Estados-Unidos de proteger 
& ciertas personas de «r extracción africana » que no eran ciudadanos de los 
Estados- ümdos. ¿Qué eran entonces esas personas, y qué relación guar- 
daban con los Estados-Unidos? 

En la situación embarazosa en que se encontraba colocado por las con- 
. tradicciones que nacian de la posición del gobierno de la época, respecto 
& la cuestión de esclavitud en los Estados-Unidos, apeló á la palabra súh^ 
dito para explicar el estado que tenian las personas constituidas en la con- 
dición de Matthiew. 

Pero el ciudadano es un subdito, y no otra cosa. Es ciudadano, porque 
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está ligado oon el Estado por derecho y le «debe obediencia» (liegianoe). 
£1 deber de la protección nace de la relación de soberano y subdito. To- 
das las personas en un Estado libre, que le deben obediencia, se llaman 
propiamente ciudadanos, aunque se diferencien muchos entre sí por raion 
de los privilegios que gozan. El que tiene el derecho do votar y el que no 
lo tiene, el senador hereditario y el jornalero, todos son igualmente jorna- 
leros obligados igualmente á servir y obedecer al Estado porque tienen 
derecho & su protección. 

Matthiew debe ser indemnizado en una cantidad suficiente ¿compensar 
BUS pérdidas, sufrimientos, y el trato indigno & que se le sujetó. Refiere 
BUS agravios con las exageraciones acostumbradas, pero no presenta prueba 
alguna de haber perdido su salud, su propiedad 6 sus ganancias. No po- 
demos dar por ciertas sus aseveraciones sobre estos particulares, que seria 
necesario probar para que pudiéramos fundarnos en ellas. Ademas, nos 
sospechamos que sus trabajos en México, desde 1864, no tuvieron muy 
buen éxito, supuesto que, como él mismo dice, cuando fué reducido & pri- 
sión, su familia tuvo que mantenerse de la caridad. 

Nos vemos obligados & considerar este caso como el de un jornalero hu 
milde, injustamente privado de su libertad por los empleados corrompidos 
de un gobierno despótico, en un país donde el pueblo habia tenido que 
ocurrir & las armas para libertarse del tirano. 

En tales circunstancias, creemos que la suma de tres mil pesos en la 
moneda corriente de los Estados-Unidos, bastarla al efecto con la conce- 
sión acostumbrada de cien pesos para cubrir los gastos de impresión, &c.; 
y fallamos que México pague esa suma á los Estados-Unidos, en repre- 
sentación y beneficio del reclamante. 

El documento á que se refiere el dictamen dice así: irD. José M. Mo- 
retes, siervo de la nación y generalísimo de las armas de esta América 
Septentrional, por voto universal del pueblo, &c. Porque debe alejaise de 
la América la esclavitud y todo lo que á ella huela, mando que los inten- 
dentes de provincia y demás magistrados velen sobre que se pongan en 
libertad cuantos esclavos hayan quedado, y que los naturales que forman 
pueblos y repúblicas hagan sus elecciones libres, presididos del p&rroco y 
juez territorial, quienes no los coartan ¿ determinada persona, aunque pue- 
da representar con prueba la ineptitud del electo á la superioridad que ha 
de aprobar la elección: previniendo las repúblicas y jueces no esclavicen 
á los hijos de los pueblos con servicios personales que solo deben á la na-' 
cion y soberanía, y no al individuo como á tal, porque bastara dar un topil 
ó alguacil al subdelegado ó juez y nada mas para el año, alternando este 
servicio los pueblos y hombres que tengan haciendas con doce sirvientes, 
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sin dÍ6tmcioii de oaatas, que quedau abolidas. Y para que todo tenga su 
puntual y debido cumplimiento, mando que los intendentes circulen las 
copias necesarias, j que estas se franqueen en mi secretaria ¿I cuantos las 
pidan para instrucción y cumplimiento. 

«Dado en esta ciudad de Ghilpancingo, á 5 de Octubre de 1813. — José 
María JKorcZoí.— Por mandado de S. A., Líe. José Sotero de Castañech, 
secretario. » 



LOS ASTICinOS 11? DEL TBATADO DE GUADALITFE HIDALGO 

T 2? DEL TBATADO DE LA HEBILLA. 



[AsTfoüLO 11? — [Guadalupe EMálgo] 

«En atención á que una gran parte de los territorios que por el pre- 
sante tratado van & quedar para lo futuro dentro de los límites de los Es- 
tados-Unidos, se baila actualmente ocupada por tribus salvajes que han 
de estar en adelante bajo la exclusiva autoridad del gobierno de los Esta- 
dos-Unidos, y cuyas incursiones sobre los distritos mexicanos serian en 
extremo perjudiciales; está solemnemente convenido, que el mismo gobierno 
de los Estados-Unidos contendrá las indicadas incursiones por medio de 
la fuerza, siempre que asi sea necesario; y cuando no pudiere prevenirlas, 
castigará y escarmentará á los invasores, exigiéndoles ademas la debida 
reparación: todo del mismo modo y con la misma diligencia y energía que 
obrarla, si las incursiones se hubieren meditado 6 ejecutado sobre territo- 
rios suyos 6 contra sus propios ciudadanos. 

A ningún bs^bitante de los Estados-Unidos será lícito, bajo ningún pre- 
texto, comprar 6 adquirir cautivo alguno mexicano <5 extranjero, residente 
en México, apresados por indios habitantes en territorio de cualquiera de 
las dos repúblicas, ni los caballos, muías, ganados 6 cualquiera otro género 
de cosas que hayan robado dentro del territorio mexicano. 

Y en caso de que cualquiera persona 6 personas cautivadas por los in- 
dios dentro del territorio mexicano, sean llevadas al territorio de los Esta- 





do3-Unido0y el gobierno de diolios Estados-Unidos se oompromete y liga 
de la manera mas solemne, en onanto le sea posible, & rescatarlas y & res* 
tituirlas & sn paíS| 6 & entregarlas al ícente 6 representante del gobierno 
mezioano; haciendo todo esto tan luego como sepa que los dichos caujblyos 
se hallan dentro de su territorio, y empleando al efecto el leal ejercicio de 
su influencia y poder. Las autoridades mexicanas darán á las de los Esta- 
dos-Unidos, según sea practicable, una noticiado tales cautivos; y el agente 
mexicano pagará los gastos erogados en el mantenimiento y remisión de 
los que se rescaten, los cuales entre tanto serán tratados con la m^yor hos- 
pitalidad por las autoridades americanas del lugar en que se encuentren. 
Mas si el gobierno de los Estados-Unidos, antea de recibir ayiso de Méxi- 
co, tuviese noticia por cualquier otro conducto, de existir en su territorio 
cautivos mexicanos, procederá desde luego á verificar su rescate y entrega 
al agente mexicano, según queda convenido. 

Oon el objeto de dar á estas estipulaciones la mayor fueria posible, y. 
afianzar al mismo tiempo la seguridad y reparaciones que exige el verda- 
dero espíritu é intención con que se han ajustado, el gobierno de los Es- 
tados-Unidos dictará sin inútiles dilaciones, ahora, y en lo adelante, las le* 
yes que requiera la naturaleza del asunto, y vigilará siempre sobre su eje- 
cución. Finalmente, el gobierno de los mismos Estados-Unidos tendrá 
muy presente la santidad de esta obligación siempre que tenga que desalo, 
jar á los indios de cualquiera punto de los indicados tenitorioe, 6 que 
establecer en él á ciudadanos suyos; y ctúdará muy especialmente de que 
no se ponga á los indios que habitaban antes aquel punto en necesidad de 
buscar nuevos hogares por medio d^ las incursiones sobre los distritos me- 
xicanos, que el gobierno de los Estados-Unidos se ha oamprometido solem« 
nemente á reprimir. » 

ARTÍCULO 2?-.[Xa MesiOa], 



El gobierno de México por este 
articulo exime al de los Estados-Uni- 
dos de las obligaciones del artículo 
11 del tratado de Guadalupe Hidal- 
go, y dicho artículo y el 339 del tra- 
tado de amistad, comercio y navega- 



caños y los Estados-Unidos de Amé- 
rica, concluido en México el dia 5 de 
Abril de 1831 quedan por este de- 
rogados. 



The Government of México here- 
bv releases the United States from 
al liability on account of the obliga- 
tions contained in the eleventh arti- 
ole of the treaty of Guadalupe Hidal- 
go, and the said article and the S3d 



cion entre los Estados-Unidos mexi-article of the treaty of amitj, oom- 



merce and navigation, between ihe 
United States of America, and the 
United Mexican States, concluded at 
México on the 5th day of April 1831, 
are hereby abrogated. 
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BaBta la leotur» de Iob dos arifcolos intes copiador para oonooer: 19 
Qae los EBtados-ünidofl de Axnérioa ooniarajeron en 1848, (2 de Febrero) 
una serie de obligaciones respecto de Méñco con motivo de las depreda- 
ciones de los indios b&rbaros, cuya serie de obligaciones se detalla minn- 
oíosamente en el artíoolo 11 del tratado: 29 Que estas obligaciones estu- 
vieron vigentes por el espacio de cinco afios, desde Febrero de 1848 hasta 
Diciembre 30 de 1863 en que se celebrd el tratado de la Mesilla: y 39 
Que por el artionlo 2? de ese tratado el gobierno de México eximia di de 
^08 JEttadoB^ükidos de las óbUffiícionei dd artículo 11 del tratado antece 

den'e. 
¿Quiere esto decir que lo eximió también de las responsabilidades incnr- 

ridas por la falta de cumplimiento de esas obligaciones tantas durante los 

cinco afios anteriores & la exención? 

Basta el sentido común para contestar con la negativa. 

Pero esto que es claro en castellano, lo hizo turbio el que escribió el tex- 
to bglés del tratado de la Mesilla; porque el artículo 2? lo tradujo en un 
sentido enteramente diferente del sentido castellano. 

La frase exime de las obligaciones dd artUndo 11, la tradujo el negocia" 
dor americano, relectses /rom aU liabiUty on account o/the óbligations con- 
tained in the Xlarticle, que en castellano significa: <r liberta <5 da por quito 
« de todas las responsabilidades originadas en consecuencia de las obliga- 
«ciones contenidas en el artículo XL» 

Basta entender un poco las dos lenguas para comprender que esta tra- 
ducción no es fiel. 

T si en un pacto internacional^ entre dos pueblos que hablan diferentes 
lenguas, uno de los artículos dice una cosa j otro dice otra, — ¿puede de- 
cirse propiamente que hay tratado? 
He aquí la gran cuestión, que no se puede resolver sino mediante un 

« 

nuevo Muerdo entra las partes. 
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NOTA. 

Las doctrinas de las resoluciones 3^, 4^ y 59 de la página 24, son deoi- 
Biones del Arbitro. 
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